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PRESENTACIÓN





El derecho al territorio se relaciona con todos los aspectos de la 
vida de los pueblos indígenas y a su vez con otros derechos: con 
la autonomía, con la identidad cultural, con el ambiente y con su 

existencia misma; por eso se dice que el territorio es un derecho fun-
damental para los pueblos indígenas.

Cuando se vulnera o se desconoce este derecho, se atenta contra las 
raíces de estos pueblos, contra su cultura, contra su historia, pero tam-
bién contra su existencia actual y contra la de las generaciones futuras.

La vulneración del derecho al territorio de los pueblos indígenas tam-
bién nos afecta a los demás, pues el saber ancestral de estos pueblos, 
su cultura, sus prácticas tradicionales y la relación de respeto y armo-
nía que la mayoría de ellos mantienen hoy en día con la naturaleza, 
han sido reconocidos en diferentes ámbitos por sus valiosos aportes al 
conjunto de la humanidad.

Durante muchos siglos el derecho al territorio de los pueblos indíge-
nas no sólo no fue reconocido, sino que fue afectado y vulnerado, se 
les despojó de sus tierras, fueron expulsados de sus territorios, se 
desconocieron sus formas de organización internas y se subvaloró 
su cultura.

El reconocimiento del derecho al territorio de los pueblos indígenas 
ha sido un proceso largo que continúa, pues en algunos casos se ha 
limitado a un reconocimiento formal que evidencia una gran brecha 
entre lo que se dice en una norma y lo que sucede en la realidad; por 
eso las demandas y reivindicaciones actuales de algunos pueblos in-
dígenas de Colombia y de otros países como Chile, Argentina, Perú, 
Bolivia, Ecuador, ente otros, hacen énfasis en la existencia de garantías 
para la realización de derechos que se encuentran reconocidos a nivel 
nacional e internacional.

En el caso de los pueblos indígenas de Colombia, la mayoría de estas 
reivindicaciones se dan en un contexto ambiguo, en vigencia de una 
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constitución pionera en consagrar y proteger los derechos de los 
pueblos indígenas en América Latina, y en el marco de un conflicto 
social y armado de varias décadas, en el que gran parte de los te-
rritorios indígenas han sido arrasados y muchos pueblos indígenas 
han sido y continúan siendo víctimas del desplazamiento forzado o 
del confinamiento.

No sólo los actores armados han desconocido el derecho de los pue-
blos indígenas al territorio. En varias regiones el despojo de tierras y 
el desplazamiento forzado tienen origen en intereses de tipo econó-
mico, como el desarrollo de proyectos de infraestructura, la explo-
tación de recursos naturales o la producción de agrocombustibles.

El desconocimiento histórico de los derechos de los pueblos indíge-
nas, la vulneración del derecho al territorio en medio del conflicto 
armado, y los intereses económicos de distintos agentes sobre los te-
rritorios que han habitado ancestralmente, le han ocasionado daños 
de diferente índole a estos pueblos.

Daños causados y derechos vulnerados que en algunos casos han 
sido identificados y reconocidos por tribunales nacionales e inter-
nacionales, en cuyas decisiones se han recordado las obligaciones 
del Estado respecto a los pueblos indígenas. Dentro de estas obli-
gaciones se encuentran la de investigar los hechos que han cons-
tituido violaciones a sus derechos fundamentales de los pueblos 
indígenas, como el derecho al territorio; además, el juzgamiento y 
sanción de los responsables de estas violaciones y la adopción de 
medidas de reparación.

En el año 2009, la Corte Constitucional reconoció que en Colombia 
existían más de 35 pueblos indígenas en “peligro de extinción física 
y cultural a causa del conflicto armado interno y las gravísimas vio-
laciones a sus derechos fundamentales, individuales y colectivos” 
(Corte Constitucional, 2009), siendo una de éstas el desplazamien-
to forzado.
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Un año después, el relator especial sobre los derechos de los pueblos 
indígenas de las Naciones Unidas, presentó un informe sobre Colom-
bia en el que afirmaba cómo en el país el desplazamiento forzado afec-
ta desproporcionadamente a los pueblos indígenas, y destacaba que 
se hacía necesario, por parte del Estado Colombiano, brindar garantías 
para proteger los territorios de los pueblos indígenas que habían sido 
desplazados forzosamente, y de velar por la existencia de condiciones 
de seguridad, voluntariedad y dignidad, así como garantías de no repe-
tición, para el restablecimiento en sus territorios (Fuente, año).

A lo anterior se suma la promulgación en el 2011 de la Ley 1448, co-
nocida como Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Pese a algunas 
limitaciones advertidas por varias organizaciones sociales, organiza-
ciones defensoras de derechos humanos, organismos de control como 
la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría General de La 
República, e incluso organismos internacionales, esta ley es el instru-
mento normativo que a nivel interno adoptó el reconocimiento de al-
gunos derechos de las víctimas y estableció el procedimiento mediante 
el cual podría hacerse exigible ese derecho en Colombia.

Posteriormente, el Decreto 4633 de 2011 reúne un conjunto de normas 
destinadas a los pueblos indígenas víctimas del conflicto armado. En 
éste se identifican algunas medidas de reparación, aplicables cuando 
se han vulnerado los derechos de miembros de pueblos indígenas o 
derechos colectivos de los pueblos indígenas, siendo el territorio uno 
de ellos.

Ante la situación de tantos pueblos indígenas víctimas del desplaza-
miento forzado en Colombia, es necesario conocer estos instrumentos 
normativos, analizar si los mecanismos establecidos en la Ley 1448 se 
orientan a su reparación integral, y tener en cuenta que, en aplicación 
de ella o de otras de carácter nacional e internacional, la participación 
de los pueblos indígenas será fundamental para la identificación de los 
daños y de los derechos vulnerados, así como en la formulación de las 
medidas de reparación y en la realización de los derechos a la verdad 
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y a la justicia, siendo ésta una manifestación concreta del derecho a la 
diversidad étnica y cultural.

El material que tienen en sus manos, El derecho de los pueblos indíge-
nas al territorio. Herramientas para el diálogo de saberes, se centra, 
como su nombre lo indica, en un derecho, identificado como funda-
mental para estos pueblos y precisamente uno de los más afectados, 
antes y ahora, por el significado y la importancia que tiene y por su 
relación con otros derechos: el derecho al territorio.

El punto de partida será entonces un acercamiento al territorio desde 
la perspectiva de algunos pueblos indígenas, identificando los princi-
pales aspectos en los que radica su significado e importancia. Luego 
se abordará en el reconocimiento del territorio como un derecho de 
los pueblos indígenas, incorporado en la legislación y jurisprudencia 
nacional e internacional, y finalmente se trabajará la relación entre el 
derecho a la reparación integral y el territorio de los pueblos indígenas 
a partir de un análisis de las normas específicas que en Colombia re-
gulan la materia.

En estas páginas se propone además una metodología participativa 
para la identificación de los daños que se han causado y de los dere-
chos que han sido vulnerados en relación con el territorio de los pue-
blos indígenas, así como para la formulación de medidas orientadas 
a la reparación de estos daños y a garantizar los derechos a la verdad 
y la justicia, que tengan en cuenta las particularidades y especificida-
des de cada uno de estos pueblos, su consentimiento previo, libre e 
informado.

Durante el recorrido estarán presentes dos personajes: el viejo Teo-
doro y el niño Rafa. Ellos explicarán con más detalle qué temas se van 
a ver en ésta cartilla, qué contenidos se desarrollarán y cuáles son los 
talleres que se proponen para trabajar con la comunidad. Adelante.
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¿QUÉ CONTIENE ESTA CARTILLA?



Buenas, soy Rafael, tengo 
diez años, son indígena, nací en 

la región de los Montes de Mcataaría. 
Más adelante les contaré un poco 

más de mi historia, de mi familia y de mi 
pueblo. Ahora voy a contarles de qué 
se trata esta cartilla con la ayuda 

de mi abuelo Teodoro.

Eso sí que es cierto, la lucha por 
el territorio tiene su historia, ya 

hablaremos de eso... Siguiendo en lo que 
estábamos, es bueno que todos sepan que al 
final de cada capítulo hay unos talleres que 

servirán para trabajar con la comunidad y para 
aplicar los temas que hemos visto en cada capítulo. 
¿Saben qué nombre le pusimos al taller del primer 

capítulo?: Recorriendo nuestro territorio. En 
ellos se repasan todos los temas vistos en 

cada capítulo y se proponen actividades 
para realizar con nuestra comunidad.

Si Rafa, empecemos invitando a 
quienes nos leen, o nos escuchan 
mientras otro lee, a conocer qué 
temas vamos a ver y a trabajar. Lo 

primero que es importante que sepan es 
que esta cartilla se trata del derecho 
al territorio de los pueblos indígenas, 
ese es el tema. Además está dividida 

en tres partes o capítulos. ¿Te 
acuerdas cuáles son, Rafa?

Claro Abuelo, déjeme 
y yo les explico. 

El capítulo 1 se llama “Los pueblos 
indígenas y el territorio”, es como un 

abrebocas o introducción a la cartilla. 
Dentro de este capítulo vamos a trabajar 
alrededor de la pregunta ¿qué significado 

tiene para los pueblos indígenas el 
territorio? Luego vamos a ver 

cómo la Lucha por el territorio 
también tiene su historia.



 Bueno, ahora nos vamos 
con el capítulo 2, a ese lo 

llamamos “El territorio como 
derecho fundamental de los pueblos 

indígenas”. Aquí trabajaremos también 
a partir de varias preguntas: ¿Qué es el 
derecho al territorio? ¿Qué relación 

tiene con otros derechos de los 
pueblos indígenas? ¿En qué normas 

se encuentra reconocido?

Ese tema es muy importante 
Rafa, pues hoy en día se habla mucho 
de eso, ¿sabe por qué? Porque desde 

mediados del 2011 en Colombia existe una Ley 
de Víctimas que debemos conocer y analizar 

con cuidado para saber qué aspectos positivos 
o negativos tiene. Por eso en este capítulo 

vamos a ver, no toda la Ley, eso da como para 
otra cartilla, sino apenas lo que tiene que 

ver con las víctimas del desplazamiento 
forzado y el despojo, entre las que nos 

encontramos los pueblos indígenas.

Vamos a ver si no 
se me olvida nada 

el capítulo 3. Este es 
sobre “La reparación 
integral y el derecho 
al territorio”. Aquí 

veremos qué es eso de 
la reparación integral. 
Como quien dice… las 

generalidades.

En medio de tanta preguntadera, 
se le estaba olvidando una 

cosa muy importante Rafa, en este 
capítulo vamos a ver también cuáles 

son las obligaciones del Estado respecto 
al derecho al territorio de los pueblos 
indígenas y con qué garantías contamos 
para poder reclamar este derecho. Como 
les decía, este capítulo, al igual que el 
anterior, termina con un taller que se 

llama “Nosotros también tenemos 
derecho a nuestro territorio”.



16

Usted sabe de qué se trata 
ese decreto, pues como ahora le 

gusta acompañar a su mamá a todos los 
talleres sobre reparación, ya hasta se lo sabe 
de memoria, pero expliquémosle a la gente. Ese 
decreto es un conjunto de normas que tratan 
exclusivamente del derecho a la reparación 

para los pueblos indígenas.

Muy bien Rafa. Ya le contamos a la gente 

sobre los temas y talleres que se trabajarán en 

la cartilla. Ahora queremos proponerles que recorran 

con nosotros este camino, para saber algo más del derecho 

al territorio y de la reparación integral de los pueblos 

indígenas, o para compartir lo que ya sabemos al respecto. 

Los invitamos a continuar acompañándonos…

¡Vamos!

Si abuelo Teodoro, por eso 
mismo que usted dice, porque uno no 
puede hablar de todo a la vez, el otro 

tema que vamos a ver en el capítulo 3 es 
el  derecho al territorio de los pueblos 

indígenas y la reparación integral, 
en el decreto 4633 de 2011.

Si, y estudiando este decreto vamos a 

ver cómo se entiende allí el derecho al 

territorio y qué medidas de reparación podrían 

aplicarse. Todos los temas del capítulo 3, podremos 

aterrizarlos a nuestra realidad a través de un taller 

que se llama: La reparación integral también 

es un derecho de los pueblos indígenas



LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
Y EL TERRITORIO
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El territorio, más que un concepto o una definición, es una rea-
lidad actual e histórica que se encuentra estrechamente rela-
cionada con la vida de los pueblos indígenas. Cada uno de ellos 

le imprime a su territorio un significado propio, de acuerdo a sus 
formas de vida, costumbres, tradiciones, creencias y relación con la 
naturaleza.

Los pueblos indígenas tienen un arraigo con el territorio que va más allá 
de la relación material con las cosas (Agredo, 2006). Esto quiere decir 
que para los pueblos indígenas el territorio no es sólo un espacio físi-
co en el cual se habita, es la relación misma con ese espacio vital y las 
relaciones con la tierra, con los seres humanos que la han habitado y 
con quienes conviven en ella.

ALGUNAS RELACIONES QUE FORMAN PARTE DEL TERRITORIO SON 
(CORONADO, 2009):

•• Relaciones sociales: producto de la interacción entre los pobla-
dores, como las de parentesco, amistad, compadrazgo y compa-
ñerismo.

•• Relaciones culturales: definidas por las costumbres, creencias 
y formas de vida de los pobladores, de acuerdo a la trayectoria 
del grupo humano, y que generan arraigo e identidad frente al 
territorio y apropiación del mismo.

•• Relaciones políticas: vinculadas al ejercicio del poder y a la ca-
pacidad de tomar decisiones autónomas sobre el destino de las 
tierras y los seres humanos que las ocupan.

•• Relaciones de sostenimiento: marcadas por la utilización, trans-
formación y producción de recursos para la subsistencia.

•• Relaciones económicas: establecidas por la producción e inter-
cambio de productos, bienes y servicios que se encuentran en 
el territorio.

•• Relaciones ambientales: determinadas por el uso y conservación 
de los recursos naturales que se encuentran en el territorio”.
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Hace algunos años, los representantes de distintos pueblos indíge-
nas de Colombia procuraron transmitir algunos aspectos en común 
de lo que para ellos era el territorio. Esta aproximación al significado 
de territorio quedó plasmada en una norma o decreto de carácter 
nacional, mediante la cual se reglamentó el procedimiento para la 
titulación de las tierras de las comunidades indígenas, veamos:

Se entiende por territorios indígenas las áreas poseídas en for-
ma regular y permanente por un pueblo indígena y aquellas 
que, aunque no están poseídas en dicha forma, constituyen su 
hábitat o el ámbito tradicional de sus actividades sagradas o 
espirituales, sociales, económicas y culturales, así otros grupos 
étnicos o poblacionales habiten en dicho territorio.

(Ministerio de Agricultura, 1995)

Existe un vínculo muy fuerte entre los pueblos indígenas y el territo-
rio, pues éste es considerado como el origen de su existencia, de su 
historia, de su identidad, de su cultura y de sus relaciones sociales. 
La idea de territorio, aunque tiene como referente o soporte principal la 
geografía, el ambiente físico, los recursos naturales, es más bien un pro-
ducto social y cultural (Bello, 2004). Por ello, el significado del territo-
rio no se agota en la descripción de un sitio o lugar determinado, es 
el resultado de las diferentes formas de entender, interpretar y darle 
sentido y significado a ese espacio.
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O sea que cada territorio tiene 
un significado particular y especial 

para cada pueblo indígena, y hay 
algunos aspectos de la vida de cada 

pueblo indígena que se relacionan con 
ese territorio, como la historia, las 

costumbres, las tradiciones, las 
creencias, el ambiente, etc.

Si ve Rafa?, esa norma del 

Convenio 169 de la OIT dice muy 

clarito que el Estado, que es a 

quien le corresponde garantizar los 

derechos de los pueblos indígenas, 

debe tener en cuenta y respetar 

la importancia que tiene para los 

pueblos indígenas la relación 

con la tierra y el territorio.



El territorio no sólo posibilita su supervivencia en tanto que ofre-
ce la tierra en la que cultivan sus productos y crían sus anima-
les, o los bosques, la fauna y los ríos necesarios para la vida y la 
supervivencia; es también y sobre todo la base de su organiza-
ción social y el lugar en el que interactúan y construyen redes so-
ciales, el espacio físico y psicosocial donde nacieron y crecieron 
sus ancestros, donde están enterrados sus mayores y donde se 
encuentran sus dioses tutelares. Constituye además el espacio 
en el que surgieron y con el que están relacionados sus mitos de 
origen y es la cuna de su historia (López, 2004).

Veamos ahora algunos ejemplos de lo que significa el territorio para 
los pueblos indígenas:

El Territorio es donde desarrollamos nuestra vida, y lo que nos 
permite ser indígenas, es el suelo, nuestros recursos, el agua, los 
sitios sagrados, es donde hacemos comunidad, y donde espera-
mos que nuestros hijos también vivan. El territorio es algo que 
vive y permite la vida. Tenemos una relación permanente con él, 
y eso nos da tranquilidad para vivir bien, con nuestras familias 
con la comunidad, con todos los hermanos, amigos y seres de 
la naturaleza 

(Organización Indígena de Antioquia, OIA, 2002).
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Eso está muy bien, que 
nosotros como pueblos 
indígenas tengamos claro 

qué significa el territorio para 
nosotros y por qué es importante. 

Pero ¿cómo hacemos para 
que los demás entiendan y 

tengan en cuenta eso?

 Me doy cuenta, abuelo 

Teodoro, pero cómo fue que 

una norma de esas internacionales 

llegó a reconocer la importancia y el 

significado que para nosotros los 

indígenas tiene el territorio?



Para nosotros territorio ancestral es el espacio concebido des-
de nuestros orígenes como Madre, es el mapa tradicional que 
contiene los códigos fundamentales para la vida y permanencia 
cultural, donde se recrea de manera permanente los principios y 
preceptos que estructuran la identidad de los pueblos indígenas 
en la Sierra Nevada de Santa Marta. 

(Pueblos Indígenas de la Sierra Nevada, 2011)

El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
uno de los instrumentos internacionales que reconoce los derechos 
de los pueblos indígenas, dispone que los Estados que han firmado 
e incorporado en su legislación interna las normas que protegen y 
garantizan los derechos de los pueblos indígenas, deben tener en 
cuenta la importancia especial que tiene para los pueblos indígenas 
su relación con las tierras y los territorios. 

Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los Go-
biernos deberán respetar la importancia especial que para las 
culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste 
su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los 
casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en parti-
cular los aspectos colectivos de esa relación.

Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, 
Artículo 13.1 
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Eso fue todo un 
proceso. Tuvieron que 

pasar siglos para que se 
diera ese reconocimiento. 

Haber, voy a contarles algo 
de lo que sé sobre eso, 

para que se den cuenta que 
la lucha por el territorio 
también tiene su historia 



La lucha por el territorio también tiene su historia

La lucha de los pueblos indígenas por el reconocimiento de sus de-
rechos ha sido un proceso histórico en el que se desconocían la au-
tonomía y el gobierno propio que estos pueblos ejercían sobre los 
territorios que habitaban ancestralmente, principalmente por los 
reinos de España, Francia, Portugal e Inglaterra, que a partir del siglo 
XV, guiados por políticas de expansión territorial, crecimiento econó-
mico y colonización de nuevas tierras, impusieron sus autoridades, 
sus formas de organización política e incluso sus normas y costum-
bres a los pueblos indígenas; sometiendo y condicionando sus auto-
ridades tradicionales, apropiándose de sus territorios y señalando 
peyorativamente sus creencias y costumbres. 

En primer lugar, debido al desconocimiento del Derecho Propio de los 
pueblos indígenas, es decir, de sus procedimientos, instituciones, au-
toridades, normas y formas de organización indígenas, de conformi-
dad con sus usos y costumbres. En segundo lugar, a causa del desco-
nocimiento de Los Derechos Humanos  de los Pueblos Indígenas, por el 
trato discriminatorio, la marginalidad, la asimilación, el desplazamien-
to forzado, el despojo de sus territorios y el exterminio al que fueron 
sometidos.  

Con la independencia de las denominadas colonias europeas (Siglo 
XIX), es decir, cuando el territorio conocido como América se declaró 
libre y autónomo para establecer la manera de gobernarse, continuó 
el desconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas.  

Todo este pasado de injusticias y atropellos contra los pueblos indí-
genas, fue a la vez una historia de resistencia y de luchas, que sólo 
hasta el siglo XX encontró eco en los instrumentos internacionales 
de Derechos Humanos, es decir, en los tratados, normas y principios 
reconocidos por varios países, en los que se reconoció a los pueblos 
indígenas como sujetos de derechos y se establecieron mecanismos 
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Lo que la historia 
oficial identifica como el 

“descubrimiento de América” 
o el “encuentro de dos 

mundos”, fue en realidad el 
punto de partida para el 
desconocimiento de los 
derechos de los pueblos



Una cosa 
era lo que las 

leyes de las nacientes 
repúblicas pregonaban en 
cuanto a la abolición de la 
esclavitud, la igualdad de 
los indígenas ante la ley 
y el reconocimiento de 

su territorio…

Esa situación continuó 
durante la denominada 
época de La Colonia 
(siglos XVI a XIX)

para el respeto y garantía de sus derechos. Sobre estas expresiones y 
su significado volveremos más adelante, en el capítulo 2.

Es posible identificar tres grandes períodos históricos (Albo, 2005, 6) 
en la lucha de los pueblos indígenas por el reconocimiento de sus de-
rechos en América Latina, dentro de los que se encuentra el derecho 
al territorio. A continuación presentaremos los principales aspectos 
de cada uno de estos periodos. 

El colonialismo

La denominada época de La Colonia se caracterizó precisamente por 
el sometimiento a la Corona Española de los territorios que hoy for-
man parte del continente americano, a través de la ocupación militar 
de la región, la explotación económica de los recursos naturales, el 
establecimiento de una forma de gobierno cuyo punto de partida 
era el reconocimiento de la autoridad de los reyes de España, y la 
imposición de la religión católica.

En otras palabras, la expansión de España vinculó dos propósitos: 
“La dominación de las tierras y sus habitantes bajo el poder temporal 
de la corona, y la evangelización de los pueblos a través de la iglesia” 
(Dussel, 1967, p. 50).

Con la consolidación del colonialismo, el poder administrativo, judi-
cial, financiero y religioso en los territorios de las colonias era ejerci-
do de manera diferente sobre los españoles que residían en América 
y sobre la población indígena, la cual fue sometida y esclavizada.

Aunque en el año 1500 la Corona Española declaró que “los naturales 
de América eran vasallos libres”, dejó abierta la posibilidad de se-
guirlos esclavizando cuando fueran tomados prisioneros en “guerra 
justa”, al no querer someterse de buen grado a la religión católica y al 
dominio español (Gamboa, 2002, p. 13). Otra forma de esclavización 
de la población indígena fue la “encomienda”, institución que, pese 
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… y otra cosa era lo que 
sucedía en la realidad…

a la prohibición de hacer exigible el pago del tributo a los indígenas 
mediante la mano de obra, fundó la economía colonial en la explota-
ción del trabajo y de los territorios de estos pueblos.

En principio, en los denominados “territorios recién conquistados” 
de lo que hoy conocemos como el continente americano, fueron 
nombrados gobernadores “que representaban la autoridad del rey 
de España, y tenían el poder de disponer sobre los indios y la tierra” 
(Bethell, 1990).

Este poder de disposición dio lugar a muchas arbitrariedades contra 
la población indígena, algunas de las cuales fueron denunciadas por 
los cronistas de la época. Bartolomé de las Casas y Alonso de Ercilla, 
entre otros autores, narraron diferentes episodios de explotación y 
abusos contra los pueblos indígenas de América. Otros, como Pedro 
Martir y Pedro Cieza de León, registraron de alguna manera la forma 
de vida de los pueblos indígenas que se resistieron a subyugarse a 
las imposiciones coloniales1.

Durante la época de La Colonia, la encomienda fue la institución pre-
dominante mediante la cual se estableció la relación entre españoles 
e indígenas. “Su rasgo básico y universal fue la asignación de un gru-
po de indios a colonos escogidos (encomenderos) para recibir tribu-
tos y mano de obra” (Bethell, 1990).

Según las costumbres, y posteriormente las leyes que fueron regla-
mentando la encomienda2, los territorios en los que habitaban los 
grupos indígenas que estaban bajo ese régimen, pasaba a manos de 
los encomenderos, siendo un mecanismo que favoreció a la vez el 

1	 Una recopilación de los escritos de algunos cronistas de la 
época de La Colonia sobre las injusticias a que eran sometidos 
los pueblos indígenas, se encuentra en: Sejourne (1971).

2	 Las denominadas Leyes de Burgos de 1512 pretendieron regular 
el régimen de obligaciones derivadas de la institución de la 
encomienda, tanto para los españoles como para los indígenas. 
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Bueno, pero 
ahora sigamos con la 
historia de la lucha de 

los pueblos indígenas por 
el reconocimiento de 

sus derechos

despojo y la usurpación de los territorios, además del sometimiento 
y el exterminio de muchos pueblos indígenas. 

Según lo establecieron durante La Colonia las “Leyes de Indias”, la 
encomienda, y otras instituciones cuyos destinatarios eran los pue-
blos indígenas tenían, al menos dentro de sus propósitos, proteger 
a los indígenas, pues esta población había disminuido considerable-
mente debido a las enfermedades extranjeras, los tratos crueles y 
la explotación y esclavización a la que fueron sometidos durante la 
conquista y al principio de la época colonial.

En parte del territorio que hoy conocemos como Colombia las prime-
ras encomiendas fueron establecidas a partir de 1536, año en el cual 
Gonzalo Jiménez de Quezada inició una expedición desde Santa Mar-
ta hasta el interior del país, sometiendo al pueblo indígena Muisca y 
designando un grupo de encomenderos para consolidar el poderío 
de la Corona Española en la región (Gamboa, 2002, p. 18).

El mapa que se presenta a continuación ilustra las rutas de las ex-
pediciones que llevaron a cabo para someter el territorio entonces 
conocido como Nuevo Reino de Granada a la Corona Española. Se 
identifican, además, las fechas en las que llegaron a diferentes po-
blaciones y los respectivos nombres que les asignaron.

Además de la encomienda, los resguardos fueron otra institución de 
La Colonia que se desarrolló durante los siglos XVI y XVII, en virtud de 
la cual la Corona Española buscó regular la relación de los indígenas 
con la tierra (Mayorga, 2002, p. 149)  y garantizar el pago de los tribu-
tos y de mano de obra indígena. 

A diferencia de la encomienda, los resguardos reconocían la propie-
dad colectiva de un grupo de indígenas, existiendo la prohibición de 
vender o arrendar las tierras. Mediante estas instituciones, se adop-
tó durante La Colonia un régimen político territorial que fragmentó 
a los pueblos indígenas en pequeñas unidades, desconociendo gran-
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Sí, pero con más detalle y más 

calma abuelo Teodoro, que esa 

historia me la quiero aprender bien, 

¡para que no se me olvide!

des extensiones de sus territorios ancestrales, así como sus insti-
tuciones, formas propias de organización e incluso sus creencias y 
costumbres. 

Durante el denominado período colonialista, los pueblos indígenas 
levantaron su voz y reivindicaron, más allá de las leyes y de las auto-
ridades establecidas, su derecho al territorio. 

El periodo asimiliacionista

Durante la época de La República en el siglo XIX, luego de la deno-
minada independencia de las colonias, continuó el desconocimiento 
y la usurpación de los territorios ancestrales indígenas, aún cuando 
en el plano formal se promulgaron leyes3 que abolieron los tributos 
que tenían que pagar los indígenas durante la época de La Colonia, y 
otras que reconocieron la propiedad colectiva sobre los resguardos 
y que pregonaban su igualdad ante la Ley.

Pese a las leyes que contenían estas disposiciones, las tierras que 
durante La Colonia se regulaban por la figura del resguardo comen-
zaron a quedar en manos de los terratenientes de las nacientes re-
públicas, dando así continuidad al despojo de territorios ancestrales.

Durante el asimilacionismo las leyes que se expidieron para los terri-
torios de América que habían proclamado su independencia de Espa-
ña, no reconocieron las particularidades de los pueblos indígenas en 
cuanto al significado que para ellos tenía su territorio, ni respetaron 
sus formas de organización interna ni sus costumbres y tradiciones. 
Por el contrario, buscaban que los pueblos indígenas se “redujeran a 
la vida civilizada” antes de reconocer su igualdad ante la ley. 

3	 Ley 11 de 1821, sobre la igualdad de los indígenas ante la ley; 
Decreto 20 de 1820 que reconoció la propiedad colectiva de 
las comunidades indígenas sobre las tierras de resguardo. 
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Entonces las injusticias 

continuaban. Aunque la corona 

había dicho que los indígenas eran 

libres, en la práctica continuaba 

esclavizándolos y encima de todo 

los despojaba sus territorios. 

Pero antes de continuar, por favor, 

explíqueme abuelo Teodoro, qué 

quiere decir eso de “asimilacionista”?. 

Qué nombre tan raro.

Fuente: Gamboa (2002) p. 20.

Nuevo Reino de Granada Ocupación Española
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Una vez más las leyes decían 

una cosa, y otra se daba en la 

realidad. Aunque la encomienda tenía 

el propósito de proteger a los indígenas, 

fue un mecanismo para continuar con la 

explotación de la mano de obra indígena, y 

para permitir que los encomenderos se 

quedaran con parte de los territorios 

de los pueblos indígenas.

Recapitulando, la apropiación de las tierras indígenas fue consecuen-
cia de diferentes procesos que iniciaron desde la llegada de los con-
quistadores europeos a América, con el sometimiento de algunos 
pueblos indígenas, la extinción de unos y el desplazamiento forzado 
de otros, y posteriormente con el reconocimiento precario de algu-
nos derechos de los pueblos indígenas sobre los territorios en los 
que se establecieron las encomiendas y los resguardos. 

En las nacientes repúblicas (en particular en México, Bolivia, Ecua-
dor, Venezuela, Colombia, Argentina y Chile), el desconocimiento de 
los derechos de los pueblos indígenas sobre sus territorios continuó, 
sustentado esta vez en el reconocimiento jurídico de la igualdad de 
los indígenas respecto a los demás habitantes. Como consecuencia 
de ello, sus derechos sobre la tierra pasaron a ser regulados por el 
derecho civil, el cual privilegiaba la propiedad privada sobre la tierra, 
y exigía una serie de formalidades para efectos de acceder al recono-
cimiento de este derecho. 

Grandes extensiones que formaban parte del territorio ancestral de 
los pueblos indígenas de América fueron consideradas por las nacien-
tes repúblicas como territorios baldíos y muchos de ellos fueron titula-
dos a terratenientes (Aylwin, 2002, p. 12), prevaleciendo este derecho 
sobre los de los indígenas, quienes no contaban con el poder ni con los 
recursos para obtener el reconocimiento de sus tierras ancestrales.

Los terratenientes se apoderaron de las tierras que eran de los in-
dígenas, pero necesitaban mano de obra para trabajarlas y la única 
disponible era la de los propios indígenas despojados, entonces en-
tregaban a los indígenas, bajo la modalidad de arriendo, pequeñas 
parcelas de tierra para que hicieran allí sus casas y tuvieran cultivos 
de pancoger.

En otras palabras, el terrateniente arrendaba a los indígenas una 
parte del mismo territorio que les acababa de expropiar y la forma 
en que se debía pagar ese arriendo era con trabajo gratuito para la 
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Pero antes de 
continuar, por favor, 
explíqueme abuelo 

Teodoro, qué quiere decir 
eso de “asimilacionista”?. 
Qué nombre tan raro.

hacienda: los hombres en las actividades agrícolas o ganaderas y las 
mujeres como empleadas domésticas.

Quintín Lame, uno de los líderes más destacados en la lucha por el 
reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas en Colom-
bia, nació y se crió en una de esas haciendas y fue terrajero desde 
muy niño, pues los niños también pagaban terraje, solamente que 
apenas les descontaban medio día por cada día de trabajo (Vasco, 
2008).

Los pueblos indígenas fueron considerados como sociedades tradi-
cionales y “atrasadas” que debían adaptar su forma de vida e inte-
grarse a la sociedad mayoritaria. Este conjunto de políticas fueron 
adoptadas en México, Bolivia, Ecuador, Venezuela, Colombia, Argen-
tina y Chile a partir del año 1810 y aproximadamente hasta 1890. Las 
políticas de asimilación se enfocaron principalmente al ámbito de la 
educación, la cultura y la religión de la sociedad mayoritaria.

Respecto al reconocimiento de los derechos de los pueblos indíge-
nas sobre el territorio, en el siglo XX, durante la década de los 60, se 
consideró que estas reivindicaciones estaban incluidas dentro de los 
denominados “programas de reforma agraria” en virtud de los cua-
les se buscaba hacer frente a la concentración y acumulación de las 
tierras rurales (Aylwin, 2002).

Para tener acceso a la tierra, algunas comunidades indígenas fueron 
forzadas a renunciar a su identidad y a declararse campesinos, con el 
propósito de ser beneficiarios de la adjudicación de parcelas.

En algunos países como Bolivia, Perú, Guatemala, México y Chile, los 
indígenas resultaron beneficiados de estas reformas agrarias, acce-
diendo a tierras de las que antes habían sido despojados, pero en 
muchas ocasiones renunciando a su identidad y a su reconocimiento 
como pueblos
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A este periodo se la llamó 

así debido a que las leyes que 

se referían a los indígenas en las 

nacientes repúblicas buscaban que los 

pueblos indígenas fueran iguales al 

resto de la sociedad, pues consideraban 

que estos tenían costumbres 

bárbaras y poco civilizadas.

Hacia el reconocimiento de los derechos de los pueblos indí-
genas

A finales de la década de 1970  los gobiernos latinoamericanos co-
menzaron a ser cuestionados por el surgimiento de movimientos 
indígenas que evidenciaron la existencia de la pluralidad étnica y cul-
tural, en contraste con la homogeneidad cultural predominante en 
la denominada política indigenista, que buscaba la asimilación e in-
tegración de las culturas indígenas a la cultura dominante (Caudillo, 
1998, p. 2).

Durante esta década se realizaron varias reuniones y encuentros de 
algunos líderes de pueblos indígenas, en los cuales se identificaron 
sus problemáticas comunes. En Barbados4 se llevaron a cabo dos en-
cuentros que fueron fundamentales para las reivindicaciones de los 
pueblos indígenas. Al primer encuentro, realizado en 1971, asistieron 
profesionales de las ciencias sociales, quienes firmaron una decla-
ración que sintetizó algunas de las demandas de las organizaciones 
políticas indígenas, entre las que se destaca el respeto a la diversidad 
cultural, a sus formas de organización interna y a su gobierno propio.

Durante el segundo encuentro, en el año 1977, representantes de 
pueblos indígenas de más de 12 países, trabajaron en la elaboración 
de la que se conoció como “Declaración de Barbados II”. En ella, ade-
más de identificar las formas de dominación sobre los pueblos in-
dígenas, se formularon algunas de sus principales reivindicaciones.

El Convenio 169 de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), que es de carácter vinculante y obligatorio para los Estados, ha 

4	 Barbados es una isla del mar Caribe, ubicada al nororiente de 
Venezuela. A la llegada de los españoles a América en 1492, estaba 
habitada por pueblos indígenas. A partir del año 1620 fue declara 
colonia del Reino Británico, y en el año 1966 pasó a ser un Estado 
independiente, pero continuó formando parte de la Comunidad Británica 
de Naciones, organización creada en 1920 y conformada actualmente 
por 54 países, algunos de los cuales fueron colonias Británicas.
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Para explicarle un poco 

mejor, Rafa, había unas 

leyes que se aplicaban a los 

indígenas que ya se habían 

“civilizado” y otras para los 

indígenas que “no se habían 

reducido a la vida civilizada”

sido firmado y adoptado en la legislación interna de 19 países, entre 
los que se encuentra Colombia. Este conjunto de normas tiene como 
antecedente una historia de denuncia de las arbitrariedades e injus-
ticias cometidas contra los pueblos indígenas, a la vez que una his-
toria de desconocimiento de sus derechos que no debería repetirse.

Aunque en el plano internacional existían normas que pregonaban la 
igualdad de todos los seres humanos, la discriminación y la exclusión 
de los pueblos indígenas continuaba. Por ello, el primer paso hacia 
el reconocimiento –a través de instrumentos internacionales de los 
derechos de los pueblos indígenas, como el Convenio 169 de la OIT–, 
fue subrayar que sólo podrían reconocerse y protegerse estos de-
rechos mediante la eliminación de la discriminación, el respeto a la 
diferencia y el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural. 

Durante la década de los 90, la movilización indígena generó una se-
rie de transformaciones en el panorama político de algunos países 
(Benavides, 2010). Así en las constituciones políticas de Colombia, 
Bolivia y Ecuador se incluyeron algunos derechos de los pueblos indí-
genas, destacándose los derechos al territorio y a la identidad étnica 
y cultural.

En Colombia, la Constitución Política de 1991 incluyó la diversidad 
étnica y cultural como un principio mediante el cual se reconoció el 
carácter multiétnico de la nación y la existencia de sistemas jurídicos 
y políticos alternativos, con el fin de preservar el patrimonio cultural 
y los modos de vida de los distintos grupos que conforman la nación.

En el año 2007 fue aprobada la Declaración de Naciones Unidas so-
bre los derechos de los pueblos indígenas, después de continuas la-
bores de incidencia política realizadas por los pueblos indígenas y 
sus dirigentes, y por los representantes y miembros de organizacio-
nes de la sociedad civil5.  

5	 Sobre la participación de los pueblos indígenas en éste proceso, 
ver: Charters y Stavenhagen (eds) (2010). pp. 10-11.
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Durante la primera mitad del siglo XX 

continuaron impulsándose políticas 

orientadas a la asimilación de los 

indígenas a la “cultura dominante”.

Es importante mencionar que la Declaración de Naciones Unidas 
sobre los derechos de los pueblos indígenas precisa cómo el reco-
nocimiento de los derechos de los pueblos indígenas implica a su 
vez el respeto y el reconocimiento de sus estructuras económicas, 
políticas y sociales; en otras palabras, de sus forma de vida y de su 
organización interna, de su cultura y sus tradiciones, pero implica a 
su vez reconocer las injusticias históricas que han sufrido los pueblos 
indígenas que, tal como se menciona en la primera parte de este 
instrumento normativo, son el resultado, entre otras cosas, de la co-
lonización y enajenación de sus tierras, territorios y recursos.

Las normas de carácter internacional, dentro de los cuales men-
cionamos anteriormente el Convenio 169 de la OIT y la Declaración 
de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
y las normas de carácter interno como la Constitución Política de 
Colombia de 1991, reconocen que los pueblos indígenas son sujetos 
de derechos y que es necesario que sus derechos sean protegidos y 
garantizados, siendo de especial importancia el derecho al territorio, 
el cual es considerado como fundamental para los pueblos indíge-
nas por encontrarse vinculado con la existencia de éstos, y por estar 
estrechamente relacionado con otros derechos de los pueblos indí-
genas, tales como la autonomía, la identidad cultural y el derecho a 
decidir sus formas propias de desarrollo.
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En el año 1989, algunas 

de las reivindicaciones 

por el reconocimiento de 

los derechos de los pueblos 

indígenas, fueron recogidas en 

un instrumento normativo de 

carácter internacional: el 

Convenio 169 de la OIT.

En total 143 Estados 

aprobaron la Declaración de 

los derechos de los pueblos 

indígenas, de un total de 158 

asistentes; solo 4 Estados no la 

aprobaron, y 11 más, entre ellos 

Colombia, se abstuvieron de 

participar en la votación.
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TALLER1RECORRIENDO NUESTRO TERRITORIO
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•• 	Vamos a trabajar sobre el territorio, preguntándonos qué significado tiene para nosotros como 
pueblos indígenas, qué significado tiene para otros pueblos indígenas de Colombia, qué rela-
ción tiene con nuestra historia, con nuestra existencia como pueblos y con nuestra vida coti-
diana. 

•• 	En este taller también vamos a hacer un recorrido por el territorio, el recorrido que propone-
mos es un recuento desde nuestra historia como pueblos indígenas; luego vamos a hablar del 
territorio, del lugar que habitamos, desde nuestra situación actual, teniendo en cuenta dónde 
estamos y cómo estamos.

¿De qué trata este taller?

¿Cuáles son los propósitos de este taller?

•• 	Reconocer la importancia que tiene el territorio para los pueblos indígenas y socializar con la 
comunidad la experiencia que hemos tenido en torno del territorio, escuchar la palabra de 
nuestras autoridades, de nuestros mayores, de las mujeres, de los jóvenes y de los niños, so-
bre el territorio.  

•• 	Vamos a aprovechar este espacio para recordar y tener presente el trabajo que diferentes 
miembros de la comunidad están haciendo acerca del territorio, para saber en qué estamos y 
hacia dónde vamos. 

•• 	Otro propósito de este taller es hacer un diagnóstico sobre el territorio, para hablar sobre 
cómo está nuestro territorio, cuales son las problemáticas que hemos identificado, qué se está 
haciendo o que se puede hacer al respecto.
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Actividad
1

Nos reunimos en grupos para hablar acerca del territorio. Pueden organizarse por generaciones 
(los mayores, los jóvenes y los niños) o podemos conformar un grupo de mujeres y otro de 
hombres.

En los grupos vamos a dar la palabra a cada uno de los miembros para que exprese qué significado 
tiene el territorio para él. Para esto vamos a tener en cuenta los siguiente aspectos:

•	  ¿Qué es el territorio?

•	  ¿Qué significa el territorio para nosotros como pueblos indígenas?

•	  ¿Por qué es importante el territorio para todos nosotros?

Actividad
2

Dos o tres personas del grupo recogen lo que han dicho los demás integrantes del grupo, se 
sugiere para ello emplear tarjetas y clasificarlas en tres carteleras, una por cada pregunta que 
estamos trabajando.

Qué es el territorio Qué significa 
para nosotros Por qué es importante el territorio

Qué 
necesitamos 
para el taller

Es importante llevar un registro o memoria de la actividad, para posteriormente podamos 
retomar el tema del territorio y seguirlo desarrollando y trabajando entre todos.

Ese registro lo podemos llevar organizando la información que hemos trabajado durante el 
taller mediante las carteleras y las fichas, por eso es importante contar con estos materiales y 
prepararlos previamente.

Ese registro además lo podemos hacer mediante grabaciones. Eso sí, es  importante preguntarle 
a las personas que van a participar en el taller cómo prefieren que se registre la información que 
salga de éste.

tema 1 QUÉ ES EL TERRITORIO Y POR QUÉ ES IMPORTANTE PARA NOSOTROS

38



Actividad
1

Como vimos en la actividad anterior, el territorio tiene un significado y una importancia para 
nosotros como comunidad, por eso es fundamental conocerlo, saber a qué nos referimos cuando 
hablamos de territorio. 

Ahora vamos a describir nuestro territorio, para esto debemos tener en cuenta dos momentos, 
a través de las siguientes preguntas: 

•	  ¿Cómo era nuestro territorio antes?

•	  ¿Qué pasó con ese territorio?

•	  ¿Cómo es nuestro territorio actualmente?

Actividad
2

¿Cómo era nuestro territorio antes?

Para responder a esta pregunta vamos a dar la palabra a algunos de nuestros mayores y vamos 
a escuchar a todos los que recuerdan cómo era nuestro territorio antes. De estos relatos vamos 
a registrar en una cartelera los siguientes aspectos: 

1.	 	Ubicación del territorio (vereda, corregimiento, municipio, departamento)
2.	 	Límites del territorio 
3.	 	Precisar si el territorio estaba constituido como resguardo, si es así mencionar a partir de 

qué fecha
4.	 	¿Cómo estaba organizado el territorio, qué había allí (viviendas, espacios comunitarios, 

etc.)?
5.	 ¿Quiénes eran las autoridades de ese territorio? 
6.	 	¿Quiénes habitaban el territorio? 
7.	 	¿Qué actividades se desarrollaban en el territorio?

Nota: Los planos o mapas del territorio pueden ser herramientas útiles para describirlo. También 
podemos acudir a algunos archivos en los que tengamos registrados aspectos de la historia de la 
comunidad, o retomar “la línea del tiempo”, si ya hemos realizado ese ejercicio con anterioridad. 

Actividad
3

¿Qué pasó con ese territorio?

Después de recordar cómo era el territorio antes, vamos a identificar por qué cambió ese 
territorio para nosotros, para ello podemos acudir a las siguientes preguntas: 

•	 ¿Por qué tuvimos que desplazarnos de este territorio, cuál o cuáles fueron las 
causas?

•	 ¿En qué fecha(s) fue el desplazamiento?

tema 2 AHORA VAMOS A IDENTIFICAR EL TERRITORIO:
¿CÓMO ERA, CÓMO ES, Y CÓMO QUEREMOS QUE SEA?
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Actividad
3

•	  ¿Cuantas personas (aproximadamente) se desplazaron del territorio?

•	  ¿A qué lugar o lugares llegaron?

•	  ¿En qué condiciones se establecieron en el territorio que están habitando 
actualmente?

Qué 
necesitamos 
para el taller

Previo al desarrollo de esta actividad es importante recopilar en la medida de lo posible los mapas 
y planos del territorio, los documentos en los que conste la relación jurídica que se tenía con 
el territorio, así mismo, la información sobre quienes lo habitaban o lo habitan (censos), y otra 
información que consideremos pueda ser de ayuda para que conozcamos como comunidad el 
territorio en el que estamos ahora y el territorio en el que habitábamos antes.  

Es importante que tengamos en cuenta que, según el caso, podemos estar hablando de un 
mismo territorio como espacio geográfico, pero que ha cambiado o se ha modificado con el 
tiempo. O podemos referirnos a dos territorios, el territorio en que vivíamos antes y en el que nos 
encontramos ahora.

Durante el desarrollo de esta actividad va a salir mucha información, por eso es importante que 
la registremos, pues muchas de las cosas que vamos a hablar son de importancia para toda la 
comunidad. 

Participantes

Es recomendable desarrollar esta actividad en plenaria. Al trabajar las tres preguntas propuestas 
van a surgir muchos aportes e intervenciones. Por eso, aunque es difícil calcular el tiempo de esta 
actividad, se propone trabajar cada pregunta en un tiempo aproximado de una hora. 

Si nos queda faltando tiempo, podemos nombrar 2 responsables por cada pregunta:   

•	 ¿Cómo era nuestro territorio antes?

•	 ¿Qué pasó con ese territorio?

•	  ¿Cómo es nuestro territorio actualmente?

Los responsables se van a encargar de registrar la información que nos quede faltando mediante 
entrevistas a las personas que estuvieron hablando en el taller sobre estos temas, acordamos una 
fecha para ello, y para socializar la información que nos haya quedado pendiente acerca de cada 
una de las preguntas. 
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EL TERRITORIO, 
DERECHO FUNDAMENTAL DE 

LOS PUEBLOS INDÍGENAS
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Además del reconocimiento 

del derecho a la tierra, a la 

permanencia en ella y a la garantía 

de los medios de subsistencia y 

desarrollo, la Declaración reconoce 

la relación espiritual de los 

pueblos indígenas con la tierra.

¿Qué es el derecho al territorio?

El Convenio 169 de la OIT (Art. 13) reconoce el derecho a la tierra y 
al territorio de los pueblos indígenas, en los siguientes términos: 

Los gobiernos deberán respetar la importancia especial que 
para los pueblos indígenas reviste la relación con sus tierras y 
territorios, precisando que la utilización del término “tierras” –
en los apartados del Convenio dedicados a éste tema-, deberá 
incluir el concepto de territorios, que cubre la totalidad del hábi-
tat de las regiones, que los pueblos indígenas ocupan o utilizan 
de alguna manera. 

Este tratado reconoce también el derecho de los pueblos indígenas 
a la propiedad y a la posesión sobre las tierras que tradicionalmente 
ocupan (artículo 14.1). En cuanto a las obligaciones a cargo de los 
Estados, se precisa que éstos “deberán tomar las medidas que sean 
necesarias para determinar las tierras que los pueblos indígenas 
ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus 
derechos de propiedad y posesión” (artículo 14.2).

La Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, proclamada en el año 2007,reconoce en su preámbulo “la 
urgente necesidad de respetar y promover los derechos intrínsecos 
de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras políticas, 
económicas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones espiritua-
les, de su historia y de su filosofía, especialmente los derechos a sus 
tierras, territorios y recursos” (Naciones Unidas, 2007). 

Posteriormente, el artículo 25 de la citada Declaración señala que los 
pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia 
relación espiritual con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y 
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otros recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado y utilizado, y a asumir las responsabilida-
des que a ese respecto les incumben para con las generaciones venideras.  

Se reconocen también otras formas de relación jurídica diferentes a la propiedad, tales como la pose-
sión y la ocupación, reconociendo incluso el derecho de los pueblos indígenas a las tierras y territorios 
que tradicionalmente ocupan, en los siguientes términos: 

1.   Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que tradicionalmente han poseí-
do, ocupado, utilizado o adquirido. 

2.  sx Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, territorios y 
recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional u otro tipo tradicional de ocupación o utiliza-
ción, así como aquellos que hayan adquirido de otra forma. 

3.   Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras, territorios y recursos. 
Dicho reconocimiento respetará debidamente las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia 
de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate

El reconocimiento de otras formas de relación jurídica con la tierra se relaciona además con el derecho 
que tienen los pueblos indígenas a la conservación y protección del medio ambiente y de la capacidad 
productiva de sus tierras o territorios y recursos (Naciones Unidas, 2007. Art. 29).  Teniendo en cuenta 
lo anterior, los Estados deben establecer y ejecutar programas de asistencia a los pueblos indígenas 
para asegurar esa conservación y protección, sin discriminación.

La Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de las Naciones Unidas reconoce el de-
recho a la tierra y a los territorios desde diferentes formas jurídicas de relación con la tierra, incorpo-
rando dentro del reconocimiento de este derecho el concepto de territorios que han sido ocupados o 
poseídos tradicionalmente por los pueblos indígenas –territorios ancestrales.

En cuanto al derecho a la tierra, se estipula  –más allá de un derecho o un título formal que dé cuenta 
de la relación jurídica con ésta– la permanencia en el territorio como una garantía para el disfrute de 
estos derechos, vinculando la importancia de la permanencia en el territorio de los pueblos indígenas 
para garantizar sus medios de subsistencia y desarrollo, así como para el fortalecimiento y el manteni-
miento de su relación espiritual con las tierras. 
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Se ha establecido que el vínculo que los pueblos indígenas tienen con sus territorios es clave para la man-
tención de su cultura. Por ello se ha dado una protección especial a las tierras y territorios que son de 
propiedad de las comunidades indígenas, incluidas las que ocupan ancestralmente y las que les han sido 
quitadas ilegítimamente. Esta protección es a la totalidad del territorio, incluyendo los recursos naturales 
del suelo y subsuelo que allí existen.

Instituto Nacional de Derechos Humanos (s.f.)

La incorporación expresa de los derechos a la tierra y al territorio de los pueblos indígenas en el Con-
venio 169 de la OIT y en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indí-
genas, tiene fundamento en al menos dos aspectos.

En primer lugar, en el establecimiento de un conjunto de normas que protegen los derechos de este 
grupo de especial protección, que es a la vez una minoría étnica. El segundo fundamento se concreta 
en el reconocimiento de su relación especial con la tierra –en el marco de las normas del derecho in-
ternacional– como un aspecto fundamental para la existencia y supervivencia de estos grupos étnicos. 

Pese a que en los últimos decenios se han realizado algunos progresos en la esfera del reconocimiento 
jurídico de los derechos de los pueblos indígenas a la protección y el control de sus tierras, territorios y 
recursos naturales, en la práctica ese reconocimiento no siempre se ha traducido en realidad. Entre las 
amenazas a las tierras y territorios indígenas cabe citar la extracción de minerales, la explotación forestal, 
la contaminación ambiental, la privatización y los proyectos de desarrollo, la clasificación de tierras como 
zonas protegidas y reservas de caza, el uso de semillas modificadas genéticamente y la tecnología y la 
producción de cultivos comerciales con técnicas de monocultivo.

Foro permanente para las cuestiones indígenas (2010)

Es importante aclarar que si bien el reconocimiento formal de un derecho, en el conjunto de disposicio-
nes internacionales en materia de Derechos Humanos , no constituye la existencia misma del derecho, 
sí es un punto de partida importante para efectos de hacerlo exigible, más aún tratándose de un dere-
cho que se predica respecto de grupos de especial protección, cuyos derechos han sido históricamente 
vulnerados e incluso desconocidos, como son los derechos de los pueblos indígenas víctimas del des-
plazamiento forzado y del despojo de tierras y territorios
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En síntesis, es posible 
identificar como núcleo 

de la protección y garantía 
del derecho a la tierra y al 
territorio de los pueblos 
indígenas, los siguientes 

aspectos:

•• 	El reconocimiento de formas de relación jurídica con la tierra dife-
rentes a la propiedad, el reconocimiento de las relaciones jurídi-
cas informales y tradicionales con la tierra y la protección efectiva 
de estos derechos. 

•• 	El acceso a la tierra cuando no se ha reconocido y garantizado 
este derecho, teniendo en cuenta la importancia de ésta para la 
existencia, la subsistencia y el desarrollo de los grupos poblacio-
nales que tienen una especial relación con la tierra.

•• 	El derecho a la protección de los recursos naturales existentes 
en su territorio, en relación con el derecho a decidir sus propias 
prioridades para el desarrollo. 

•• 	El derecho a permanecer en el territorio y no ser trasladados for-
zosamente.

•• 	El derecho a la reparación integral de sus tierras y territorios 
cuando han sido despojados y desplazados de éstas.
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Así, este tribunal tan importante 

reconoció la relación entre el 

territorio y la existencia misma 

de los pueblos indígenas!!

El derecho al territorio y su relación con otros derechos de los 
pueblos indígenas

Derecho a la diversidad étnica y cultural 

La Constitución de 1991 reconoce y protege el derecho a la diversi-
dad étnica y cultural en el marco del reconocimiento del carácter plu-
ralista del Estado colombiano. Contempla, a su vez, como derecho 
fundamental la integridad cultural y social (Arts. 2 y 7) de los pueblos 
indígenas y de las comunidades étnicas en general, el reconocimien-
to de las comunidades étnicas como sujeto de derechos fundamen-
tales, el derecho a la existencia de las comunidades étnicas y el dere-
cho a la identidad cultural. 

El derecho fundamental a la integridad cultural ha sido definido por 
la Corte Constitucional como aquel derecho que se concreta en la 
protección de los elementos básicos que constituyen la cohesión de 
la comunidad étnica como grupo social (Corte Constitucional, 1997). 
Éste se encuentra en estrecha relación con el derecho a la existencia 
de las comunidades étnicas (Arts. 2, 7 y 11 de la Constitución), dere-
cho fundamental que parte del reconocimiento de las comunidades 
étnicas como sujeto de derechos y que se erige como condición in-
dispensable para la realización de los demás derechos fundamenta-
les reconocidos a estas comunidades.

Derecho a la existencia de los pueblos indígenas 

El derecho a la existencia de los pueblos indígenas comprende –de 
conformidad con lo descrito por la Corte Constitucional en la senten-
cia SU 039 de 1997–, además de la protección del derecho a la vida 
de los individuos que conforman la comunidad, y de la protección de 
los medios de subsistencia económica para la comunidad, la conser-
vación de su medio ambiente.
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Además de ser un derecho 

fundamental cuyo titular son las 

comunidades étnicas, es un derecho 

reconocido respecto de cada uno de 

los miembros de la comunidad.

El reconocimiento de la existencia de las comunidades étnicas –de-
recho de carácter fundamental (artículos 2, 7, 11, 12 y 55T de la C.P.)– 
deriva del reconocimiento de estas comunidades, no como la mera 
suma de individuos, sino como una entidad o sujeto de derechos con 
características propias. 

El derecho a la existencia de estas comunidades es fundamental, te-
niendo en cuenta que la efectividad y realización de este derecho 
posibilita a su vez la efectividad de otros reconocidos a las minorías 
étnicas, tales como el derecho a la integridad cultural, social y econó-
mica (artículos 2, 7 y 55T de la C.P.).

La Corte ha reconocido que los pueblos indígenas son sujetos de 
derechos fundamentales, y señaló que si el Estado no parte de 
garantizar uno de ellos, el derecho a la subsistencia, tales colecti-
vidades tampoco podrán realizar el derecho a la integridad cultu-
ral, social y económica que el Constituyente consagró a su favor. 

Corte Constitucional (1997)

Derecho a la identidad cultural

Este derecho fundamental de las comunidades étnicas (Arts. 2 y 7 de 
la C.P.) ha sido definido por la Corte Constitucional en los siguientes 
términos: 

El derecho a la identidad cultural, como un derecho que se deriva del 
principio de la diversidad étnica y cultural establecido en el artículo 7 
de la Constitución, ha sido concebido como un derecho fundamental 
de las comunidades indígenas y por lo tanto un derecho de naturale-
za colectiva. El mencionado derecho se materializa, entre otras ma-
nifestaciones, en la medida en que las comunidades que no ostentan 
los valores culturales y sociales de la sociedad mayoritaria puedan 
ejercer sus derechos fundamentales de acuerdo con su propia ma-
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nera de ver el mundo. Ello implica que también los individuos que pertenecen a una comunidad indí-
gena puedan expresarse y autodeterminarse de acuerdo con su cosmovisión cultural dentro y fuera de 
sus territorios (Corte Constitucional, 2005).

El derecho a la identidad cultural comprende, por tanto, dos dimensiones, una individual y otra colec-
tiva, las cuales se traducen en dos tipos de protección: una directa, que ampara a la comunidad como 
sujeto de derecho y otra indirecta que ampara al individuo para proteger la identidad de la comunidad 
(Corte Constitucional, 2005). 

El derecho a la identidad cultural, al igual que el derecho a la existencia de las comunidades étnicas, 
conserva una relación fundamental con el derecho al territorio. El reconocimiento a la diversidad étnica 
y cultural de los pueblos indígenas ha sido destacado por la Corte Constitucional en cuanto a la relación 
que guarda con las demás disposiciones constitucionales relativas a la restauración y preservación del 
medio ambiente:

“Es más, no sería aventurado afirmar que el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural de la población 
indígena guarda armonía con los diferentes preceptos de la Constitución Nacional relativos a la conserva-
ción, preservación y restauración del ambiente y de los recursos naturales que la conforman, si se considera 
que las comunidades indígenas constituyen igualmente un recurso natural humano que se estima parte 
integral del ambiente, más aún cuando normalmente la población indígena habitualmente ocupa territorios 
con ecosistemas de excepcionales características y valores ecológicos que deben conservarse como parte 
integrante que son del patrimonio natural y cultural de la Nación. De esta manera, la población indígena y 
el entorno natural se constituyen en un sistema o universo merecedor de la protección integral del Estado”

Corte Constitucional. Sentencia T 342 de 1994

El reconocimiento a la diversidad étnica y cultural de los pueblos indígenas y, por tanto, la protección de 
la integridad étnica, cultural, social y económica de las comunidades indígenas, debe equilibrarse con 
el desarrollo económico del país; el balance entre estos dos aspectos, tratándose de la explotación de 
los recursos naturales en territorios indígenas, se encuentra previsto en la Constitución Política (Art. 
330, par.): la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro 
de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas. En las decisiones que se 
adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los representantes 
de las respectivas comunidades.

49



Para garantizar esta subsistencia, 

la Constitución Política de 1991 

determinó que cuando se trate de 

realizar la explotación de recursos 

naturales en territorios indígenas, 

debe garantizarse la participación 

de la comunidad en las decisiones 

que se adopten para autorizar 

dicha explotación.

La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas 
hace necesario armonizar dos intereses contrapuestos: la necesidad 
de planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales 
en los referidos territorios para garantizar su desarrollo sostenible, 
así como su conservación, restauración o sustitución; y la de asegu-
rar la protección de la integridad étnica, cultural, social y económi-
ca de las comunidades indígenas que ocupan dichos territorios, es 
decir, de los elementos básicos que constituyen su cohesión como 
grupo social y que, por lo tanto, son el sustrato para su subsistencia. 

Es necesario, por tanto, encontrar un punto de equilibrio o balance 
entre el desarrollo económico del país y la preservación de la integri-
dad de las comunidades étnicas. La explotación de los recursos natu-
rales en los territorios indígenas debe armonizarse y ser compatible 
con la protección que el Estado debe garantizar a los derechos a la in-
tegridad social, cultural y económica de las comunidades indígenas; 
teniendo en cuenta su carácter de derechos fundamentales para la 
comunidad, en cuanto se encuentran estrechamente relacionados 
con su subsistencia como grupo humano y como cultura. 

Así, el derecho fundamental de la comunidad a preservar su integri-
dad se garantiza y  posibilita a través del ejercicio del derecho a la 
participación, reconocido como un derecho fundamental en el artí-
culo 40, numeral 2, de la Constitución.

Derecho a decidir sus propias prioridades de desarrollo

El Convenio 169 de la OIT reconoce este derecho a los pueblos indí-
genas, en la medida en que afecte sus vidas, creencias, instituciones 
y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna 
manera, y de controlar, en lo posible, su propio desarrollo económi-
co, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en 
la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de 
desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamen-
te (Art. 7.1).
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La protección del derecho a la tierra para los pueblos indígenas se precisa en varias disposiciones in-
tegrantes de la Declaración de las Naciones Unidas Sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, vin-
culándolo con el derecho a mantener y desarrollar sus sistemas o instituciones políticos, económicos y 
sociales, a disfrutar de forma segura de sus propios medios de subsistencia y desarrollo, y a dedicarse 
libremente a todas sus actividades económicas tradicionales y de otro tipo (Art. 20). El derecho a la 
tierra se encuentra relacionado también con el derecho de los pueblos indígenas a determinar y ela-
borar las prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros 
recursos (Art. 32).

La sentencia C-030 de 2008 manifestó que el deber de consulta de las medidas que sean susceptibles 
de afectar directamente a los pueblos indígenas es una consecuencia directa del derecho de las comu-
nidades de decidir las prioridades en su proceso de desarrollo y preservación de la cultura, reiterando 
así lo manifestado anteriormente en la sentencia C-208 de 2007 (Corte Constitucional, 2008). 

 Derecho a la participación

El derecho de participación de los pueblos indígenas como derecho fundamental (artículo 40 de la C.P.), 
se encuentra consagrado en el Convenio número 169 (aprobado por la Ley 21 de 1991) que hace parte 
del ordenamiento jurídico en virtud de los artículos 93 y 94 de la Constitución.

El derecho a la participación de las comunidades indígenas en las decisiones que pueden afectarlas, en 
relación con la explotación de los recursos naturales, adquiere la connotación de derecho fundamen-
tal, siendo una institución imprescindible para la preservación de la integridad étnica, social, económi-
ca y cultural, y para garantizar su subsistencia como grupo social. Es importante destacar que la parti-
cipación no debe entenderse como un acto meramente formal, sino que debe encaminarse a asegurar 
el derecho de defensa de quienes van a resultar afectados con decisiones como la autorización de la 
licencia ambiental (artículos 14 y 35 del C.C.A.; artículos 69, 70, 72 y 76 de la Ley 99 de 1993). 

De acuerdo a la legislación nacional e internacional, los pueblos indígenas tienen derecho a ser consul-
tados previamente respecto de las medidas que los afecten de manera directa, en particular sobre las 
relacionadas con el espacio que ocupan y la explotación de recursos en su hábitat natural, consultas 
que habrá de establecer, según estipula la Ley 21 de 1991 (art. 15), “si los intereses de esos pueblos 
serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospec-
ción o explotación de los recursos existentes en sus tierras”.
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El Convenio 169 de la OIT se 

refiere, en varias disposiciones, al 

contenido del derecho a la participación 

de las comunidades indígenas en las 

decisiones que las afectan respecto a la 

explotación de los recursos naturales 

en sus territorios. Veamos:

Artículo 5: Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:

a) Deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, 
culturales, religiosas y espirituales propios de dichos pueblos y 
deberá tomarse debidamente en consideración la índole de los 
problemas que se les plantean tanto colectiva como individual-
mente.

b) Deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e institu-
ciones de esos pueblos.

c) Deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pue-
blos interesados, medidas encaminadas a allanar las dificultades 
que experimenten dichos pueblos al afrontar nuevas condiciones 
de vida y de trabajo.

Artículo 6: 

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos 
deberán:

a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados y en particular a través de sus instituciones represen-
tativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o adminis-
trativas susceptibles de afectarles directamente.

b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos intere-
sados pueden participar libremente, por lo menos en la misma 
medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles, 
en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organis-
mos administrativos y de otra índole, responsables de políticas y 
programas que les conciernan.

c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones 
e iniciativas de esos pueblos y en los casos apropiados proporcio-
nar los recursos necesarios para este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio de-
berán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las 
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circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las me-
didas propuestas.”

Artículo 7: Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo 
que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones 
y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la me-
dida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán 
participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional 
y regional susceptibles de afectarles directamente.”

Derecho a la consulta previa

En Colombia este derecho ha sido desarrollado a través de decisiones de la Corte Constitucional, y de 
normas de carácter internacional, en virtud de las cuales se han identificado los siguientes principios. 

Consulta de buena fe
En cuanto a este principio, el Convenio 169 de la OIT dispuso que: “Las consultas en aplicación de este 
Convenio deberán efectuarse de buena fe” (Art. 6.2). La Declaración de Naciones Unidas Sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas hace eco a lo establecido por la OIT y relaciona de manera expresa 
este principio con la realización de la consulta previa a través de las instituciones representativas de 
los pueblos indígenas: 

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por medio 
de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los 
afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado (Naciones Unidas, 2007, Art. 19).  

La Corte Constitucional de Colombia ha hecho referencia a la buena fe y al respeto mutuo entre los 
pueblos indígenas y las autoridades que tienen a su cargo la aplicación y garantía de este derecho, a 
propósito de la explotación de recursos naturales en territorio indígena: 

La institución de la consulta a las comunidades indígenas que puedan resultar afectadas con motivo de la explo-
tación de recursos naturales, comporta la adopción de relaciones de comunicación y entendimiento, signadas 
por el mutuo respeto y la buena fe entre aquellas y las autoridades públicas (Corte Constitucional, 2002).

Consulta informada
Para el Convenio 169 éste principio implica que el Estado brinde a los pueblos indígenas los elementos 
para obrar con pleno conocimiento de causa, acudiendo a esta expresión ante el traslado de los pue-
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blos indígenas de sus tierras: “en el caso del traslado excepcional de pueblos indígenas de sus tierras, 
el consentimiento de éstos debe ser adquirido con pleno conocimiento de causa” (Art. 16). 

La información, como una de las características del consentimiento, hace parte de las disposiciones 
que integran la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas: “Los Es-
tados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por medio 
de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas 
que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado” (Naciones Unidas, 2007, 
Art. 19).

Para la Corte Constitucional la consulta informada se relaciona con el consentimiento pleno que el 
Estado está obligado a proveer a los pueblos indígenas sobre los proyectos de exploración o explo-
tación de recursos naturales: “La comunidad debe tener un conocimiento pleno sobre los proyectos 
destinados a explorar o explotar los recursos naturales en los territorios que ocupan o les pertenecen, 
así como sobre los mecanismos, procedimientos y actividades requeridos para ponerlos en ejecución” 
(Corte Constitucional, 2002).

Consulta libre
De conformidad con las disposiciones del Convenio 169 de OIT, este principio se relaciona con el de-
recho a la no discriminación de los pueblos indígenas: “Los gobiernos deben establecer los medios a 
través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma 
medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de las decisiones que 
les conciernen” (Art. 6.1.b). En la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, el carácter libre de la consulta se relaciona con el derecho de los pueblos indígenas de es-
tablecer sus propias prioridades para el desarrollo (Art. 32.1): “Los pueblos indígenas tienen derecho 
a determinar y elaborar las prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras y 
territorios u otros recursos”. 

Según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, este principio se traduce en la posibilidad que de-
ben tener los pueblos indígenas de valorar –sin que medien injerencias o presiones– los aspectos favo-
rables y desfavorables de cada proyecto que los afecte: 

Que se le dé la oportunidad para que pueda, mediante la convocación de sus integrantes o representantes, li-
bremente y sin interferencias extrañas, valorar conscientemente las ventajas o desventajas del proyecto sobre la 
comunidad y sus miembros, ser oída en relación con las inquietudes y pretensiones que presente en lo que con-
cierna a la defensa de sus intereses, y pronunciarse sobre la viabilidad del mismo (Corte Constitucional, 2002).
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Consulta Previa
En cuanto al carácter previo de la consulta, señala el Convenio 169 que ello significa que debe hacerse 
con anterioridad a la realización o autorización de cualquier obra o proyecto: “Los gobiernos deberán 
establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados (…) antes de 
emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de recursos naturales exis-
tentes en sus tierras” (OIT, 1989, Art. 15). 

Procedimientos adecuados y a través de instituciones representativas de los pueblos indígenas

Sobre estos dos aspectos el Convenio 169 (Art. 6.1a) precisó lo siguiente: “Al aplicar las disposiciones del 
presente convenio los Estados deberán consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente”. La Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los pueblos indígenas hizo 
énfasis en la necesidad de que la consulta se surta ante los representantes de los pueblos indígenas y 
de conformidad con sus instituciones propias: “Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la 
adopción de decisiones en las cuestiones que afecten sus derechos, por conducto de representantes 
elegidos por ellos, de conformidad con sus propios procedimientos, así como a mantener y a desarro-
llar sus propias instituciones de adopción de decisiones” (Naciones Unidas, 2007, Art. 18).

Derecho a la autonomía

El derecho a la autonomía es un derecho fundamental que se encuentra consagrado en los artículos 2, 
7 y 55 de la C.P. Éste integra además las disposiciones del Convenio 169 de la OIT.

Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de 
desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras 
que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, 
social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los pla-
nes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente

(OIT, 1989, Art. 7.1)
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El derecho a la autonomía de las comunidades étnicas es condición necesaria para la supervivencia 
cultural de la comunidad, y para la determinación de su propio destino, en concordancia con sus prio-
ridades de desarrollo y formas de vida:

Considerando que sólo con un alto grado de autonomía es posible la supervivencia cultural, puede concluirse 
como regla para el intérprete la de la maximización de la autonomía de las comunidades indígenas y, por lo 
tanto, la de la minimización de las restricciones a las indispensables para salvaguardar intereses de superior 
jerarquía. Esta regla supone que al ponderar los intereses que puedan enfrentarse en un caso concreto al interés 
de la preservación de la diversidad étnica de la Nación, sólo serán admisibles las restricciones a la autonomía 
de las comunidades, cuando se cumplan las siguientes condiciones: que se trate de una medida necesaria para 
salvaguardar un interés de superior jerarquía; que se trate de la medida menos gravosa para la autonomía que 
se les reconoce a las comunidades étnicas (Corte Constitucional, 1996).

El Estado colombiano ha reconocido la obligación constitucional de proteger la diversidad étnica y cul-
tural del país y en general todos los demás derechos que se relacionan con el derecho al territorio de 
los pueblos indígenas. 

Este deber se concreta en importantes avances de los marcos legales de protección de los derechos 
individuales y colectivos de los grupos étnicos, entre los cuales se encuentran los pueblos indígenas 
(Acnur, 2005). Sin embargo, persiste un desequilibrio entre la legislación vigente y su aplicación efectiva 
para materialización de los derechos de estos grupos. 

Para que se pueda concretar la igualdad establecida en la Constitución Política y se vislumbren las 
buenas prácticas de inclusión e igualdad de oportunidades para los grupos étnicos, se requieren estra-
tegias y acciones que ayuden a la identificación de las riquezas culturales de los grupos étnicos, el reen-
cuentro con su identidad y la difusión de experiencias exitosas en cada grupo étnico como colectivo. 
Una de estas acciones concretas es la inclusión de la variable o dimensión étnica y cultural en planes, 
proyectos, procedimientos, instrumentos, en el marco del enfoque diferencial (Departamento Nacional 
de Planeación, 2012). 
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TALLER
NOSOTROS TAMBIÉN TENEMOS 

DERECHO A NUESTRO TERRITORIO
2
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•• 	En éste taller vamos a hablar sobre el derecho al territorio, sobre el reconocimiento de este 
derecho en la Constitución y en las leyes de Colombia, y además sobre su inclusión en los tra-
tados y declaraciones internacionales.

•• 	Vamos a ver también qué obligaciones tiene el Estado frente al derecho al territorio, a nivel 
nacional e internacional.

¿De qué trata este taller?

¿Cuáles son los propósitos de este taller?

•• 	Uno de los propósitos de éste taller es identificar la importancia del derecho al territorio y sa-
ber qué mecanismos existen para que su reconocimiento pueda ser real y efectivo.

•• 	Otro propósito es repasar el trabajo que hemos hecho en el taller anterior, sobre cómo era 
nuestro territorio antes y cómo estamos ahora, e identificar los daños que como comunidad 
hemos sufrido en relación con el derecho al territorio, a este tipo de daños, como veremos 
durante el desarrollo del taller, se les llama daños colectivos. 

PREVIO A LA 
ACTIVIDAD

Vamos a escuchar una introducción al tema, del cual seguramente hemos escuchado hablar, pero 
frente al cual es necesario que tengamos claros los siguientes puntos: 

•	 	Qué es el derecho al territorio

•	 	Qué derechos se encuentran estrechamente relacionados con el territorio

•	 	Por qué se reconocieron el derecho al territorio y otros derechos colectivos de 
los pueblos indígenas

•	 	Donde se encuentra reconocido el derecho al territorio (a nivel nacional e 
internacional)

•	 	Cuáles son las obligaciones del Estado frente al derecho al territorio

tema 1 ¿QUÉ ES EL DERECHO AL TERRITORIO?
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Actividad
1

Ahora vamos a reunirnos en 3 grupos y vamos a recordar los puntos comunes o conclusiones a los 
que habíamos llegado en el taller “RECORRIENDO EL TERRITORIO” sobre las siguientes preguntas.

•	 	¿Cómo era nuestro territorio antes?

•	 	¿Qué pasó con ese territorio en el que vivíamos anteriormente?

•	 	¿Cómo es nuestro territorio o el lugar en que habitamos actualmente?

Luego de hacer este recuento en el grupo, uno o dos delegados, por grupo van a hacer una 
presentación frente a todos, de lo que se recordó en el grupo, sobre las respuestas a las tres 
preguntas arriba mencionadas.

Con el apoyo de un tallerista, vamos a ver cómo los hechos y las situaciones relatadas, encuentran 
relación con EL DERECHO AL TERRITORIO en las normas de carácter nacional o internacional que 
reconocen este derecho respecto a los pueblos y comunidades indígenas y establecen cuales son 
las obligaciones del Estado, frente a lo sucedido.

Va un ejemplo de la información que vamos a trabajar y a analizar entre todos, con esta actividad:

Pregunta Hechos Normas relacionadas Obligaciones 
del Estado

¿Qué pasó con el 
territorio en qué 
vivíamos antes?

37 familias fueron 
obligadas a 
desplazarse del 
resguardo.

Los pueblos 
indígenas tienen 
derecho a la 
reparación integral 
de sus tierras y 
territorios, cuando 
han sido despojados 
y desplazados 
de éstas. (En: 
Declaración de 
Naciones Unidas 
sobre los Derechos 
de los Pueblos 
Indígenas)

Los Estados 
deberán consultar 
previamente a las 
comunidades sobre 
la forma en que se 
han de reparar los 
daños causados con 
el desplazamiento 
forzado
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¿Qué 
necesitamos 
para el taller?

Para este taller debemos recordar traer las carteleras, fichas, entrevistas, u otros documentos que 
habíamos realizado en el taller anterior, sobre estas tres preguntas: 

•	 	¿Cómo era nuestro territorio antes?

•	 	¿Qué pasó con ese territorio en el que vivíamos anteriormente?

•	 	¿Cómo es nuestro territorio o el lugar en que habitamos actualmente?

Podemos además llevar un registro o memoria de la actividad que vamos a desarrollar, mediante 
una cartelera o unas notas 

participantes

La introducción al tema, tendrá una duración aproximada de 1 hora
El trabajo de recuento que haremos en los grupos, puede tener una duración aproximada de 40 
minutos.
El trabajo en plenaria, con la exposición de los delegados de cada grupo y el apoyo del tallerista, 
tendría una duración aproximada de 1 hora.
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¿Qué 
necesitamos 
para el taller?

Necesitamos, además, carteleras o papel en blanco, para llevar un registro del listado de los 
daños que vamos a trabajar entre todos.

participantes Se acuerda con la comunidad, según los hechos que sea necesario relacionar y que nos permitan 
identificar el inventario de daños

Actividad
1

En la Constitución Política de 1991, en las leyes, y en algunas normas internacionales de las que 
hemos oído hablar, como el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, se reconoce la importancia que tiene el TERRITORIO para los 
pueblos indígenas, por ello se dice que el TERRITORIO es un DERECHO FUNDAMENTAL, queriendo 
significar con ello que el territorio tiene relación directa con la existencia de los pueblos indígenas, 
y con otros derechos como la AUTONOMIA, LA IDENTIDAD CULTURAL, etc.
El desconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas, como el DERECHO AL TERRITORIO, 
se traduce en una serie de daños, los cuales deben ser reparados. Por eso, antes de entrar a 
hablar de la reparación (tema que será tratado en el próximo taller) es necesario identificar en 
primer lugar los daños causados y los derechos con los cuales se relacionan. 
Por eso, proponemos en esta actividad hacer un listado de los daños que se han causado a nuestro 
territorio y a los derechos que se encuentran relacionados con éste y que son fundamentales 
para la existencia de los pueblos indígenas. 
Para identificar esos daños vamos a trabajar los siguientes puntos. 
Va un ejemplo:

Derechos 
colectivos de 
los pueblos 
indígenas

Contenido del 
Derecho Hechos Lugar y 

Fecha
Daños 
Causados

A quién o 
a quienes 
se causó el 
daño

Quién o 
quiénes 
causaron 
el daño

Derecho al 
territorio

Los pueblos 
indígenas tienen 
derecho a gober-
narse de confor-
midad con sus 
usos y costum-
bres

Imposición 
de normas 
de control 
social por 
parte de 
un actor 
armado

Abril 5 de 
1990

Desconoci-
miento de 
las normas 
y prácticas 
tradicionales

A la comu-
nidad en 
general

Actores 
armados

tema 2 AHORA VAMOS A IDENTIFICAR ALGUNOS DAÑOS
RELACIONADOS CON EL TERRITORIO

Nota 
Estas dos columnas las 
trabajamos con el apoyo de un 
tallerista.

Nota 
Estas cinco columnas las vamos a trabajar entre todos.
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LA REPARACIÓN INTEGRAL Y 
EL DERECHO AL TERRITORIO
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Los derechos a la verdad, justicia, 

reparación integral y garantías de no 

repetición se encuentran consagrados en 

varios instrumentos internacionales

¿Qué es el derecho a la reparación integral?

La reparación integral es un derecho de las víctimas que supo-
ne para el Estado un conjunto de obligaciones reconocidas en 
principios, tratados e instrumentos internacionales de Derechos 

Humanos1. 

Frente a las víctimas del desplazamiento forzado y del despojo de 
tierras y territorios, estas disposiciones parten de la identificación 
de los diferentes tipos de daños, desde un enfoque diferencial, así 
como de la interrelación de los derechos que forman parte de la re-
paración integral, como son: la verdad, la justicia, la reparación2  y las 
garantías de no repetición.

Cada uno de estos derechos reviste dimensiones individuales y co-
lectivas, componentes diferenciados, y pueden ser desarrollados a 
partir de la implementación de medidas de tipo normativo y refor-
mas institucionales, así como mediante la adopción de procedimien-

1	 Convención Interamericana de Derechos Humanos, Declaración 
Universal de Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, Principios fundamentales de justicia para las 
víctimas de delitos y del abuso de poder, Conjunto de principios para 
la protección y la promoción de los Derechos Humanos  mediante la 
lucha contra la impunidad (Principios Joinet), Principios y Directrices 
básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas 
internacionales de Derechos Humanos  y del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, Principios 
relativos a la restitución de viviendas y de patrimonio con motivo del 
regreso de los refugiados y desplazados internos (Principios Pinheiro), 
Principios Rectores del Desplazamiento Forzado (Principios Deng). 

2	 En cuanto al derecho a la reparación, El Comité de los Derechos 
Humanos - ONU, en su Observación General No. 31, señala que 
cuando esta procede puede entrañar la restitución, la rehabilitación 
y medidas de satisfacción, como apologías (excusas) públicas, 
memoriales públicos, garantías de no repetición y cambios en las 
leyes y las prácticas pertinentes, así como el sometimiento a la 
justicia de los autores de violaciones de Derechos Humanos.
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tos especiales de tipo administrativo, judicial o extrajudicial, que posibiliten la participación de las víc-
timas y garanticen el acceso a dichos derechos.

La obligación de respetar y aplicar las normas internacionales de Derechos Humanos  en las que se reconocen 
estos derechos supone para el Estado el deber de: 

a)	 Adoptar disposiciones legislativas, administrativas y otras medidas apropiadas para impedir las violaciones.

b)	 Investigar las violaciones de forma eficaz, rápida, completa e imparcial, y en su caso, adoptar medidas contra 
los responsables.

c)	 Dar a las víctimas un acceso equitativo y efectivo a la justicia.

d)	 Proporcionar a las víctimas recursos eficaces para garantizar su derecho a la reparación.

Principios y directrices básicas sobre los derechos de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas inter-
nacionales de Derechos Humanos  a interponer recursos y obtener reparaciones.

A continuación se hará una breve caracterización de los derechos a la verdad, la justicia, la reparación 
y las garantías de no repetición, considerando además las dimensión individual y colectiva que subyace 
a cada uno de ellos3. 

3	 Fuente: Elaboración propia, con fundamento en los principios y tratados internacionales que se mencionan 
a continuación: Convención Interamericana de Derechos Humanos, Declaración Universal de Derechos 
Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Principios fundamentales de justicia para las 
víctimas de delitos y del abuso de poder, Conjunto de principios para la protección y la promoción de los 
Derechos Humanos  mediante la lucha contra la impunidad (Principios Joinet), Principios y Directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de Derechos Humanos  y 
del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, Principios relativos 
a la restitución de viviendas y de patrimonio con motivo del regreso de los refugiados y desplazados 
internos (Principios Pinheiro), Principios Rectores del Desplazamiento Forzado (Principios Deng).
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DERECHO A LA VERDAD

Caracterización

•	 Es un derecho inalienable e imprescriptible
•	 Se relaciona con el derecho a la justicia en cuanto al proceso de construcción de la verdad 

procesal.
•	 No se encuentra circunscrito exclusivamente al ámbito jurídico, abarcando la verdad como 

proceso de memoria histórica, concepto más amplio e inclusivo.

Dimensiones

•	 Individual: comprende el derecho de toda víctima directa o de sus familiares de conocer las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se cometieron las violaciones a los Derechos 
Humanos ; independientemente de las acciones judiciales que puedan entablarse por estos 
hechos.

•	 Colectiva: el derecho de saber es también un derecho colectivo que tiene su origen en la 
historia de los pueblos y en la memoria colectiva, para evitar que en el futuro se repitan o 
continúen las violaciones a los Derechos Humanos 

DERECHO A LA JUSTICIA

Caracterización

•	 Implica que toda víctima tenga la posibilidad de hacer valer sus derechos a través del 
acceso a un recurso o acción jurídica en la que se investiguen los hechos, se juzgue a los 
responsables, se establezcan los diferentes tipos de daños ocasionados, se sancione con 
penas adecuadas y proporcionales a los responsables, y se repare a las víctimas, respetando 
en todo caso las reglas del debido proceso

Dimensiones

•	 Individual: se encuentra estrechamente relacionado con el derecho de las víctimas directas 
y sus familiares a saber o conocer las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como los 
motivos, los discursos y el contexto en que se desarrollaron las violaciones de los derechos, 
de acuerdo con lo que se pueda establecer en el marco de los procesos judiciales como 
parte del proceso de reconstrucción y difusión de la verdad.

•	 Colectiva: el esclarecimiento de los hechos a través de la investigación, juzgamiento y sanción 
de los autores de crímenes atroces, contribuyen a la lucha contra la impunidad, objetivo 
común de toda la sociedad, con la finalidad de evitar la repetición de las atrocidades. 

DERECHO A LA REPARACIÓN

Caracterización

•	 El derecho de reparación deberá abarcar todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima 
del desplazamiento forzado.

•	 Las formas no excluyentes de reparación individual o colectiva son: 
a) La restitución que consiste en restablecer la situación a su estado original y anterior a la 

violación del derecho. Sin embrago, es necesario aclarar que  
b) La rehabilitación se orienta a la recuperación de las personas mediante la atención médi-

ca y psicológica, así como garantizar la prestación de servicios jurídicos y sociales nece-
sarios para esos fines.
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Caracterización

c) La indemnización se refiere a la “compensación por todo perjuicio que resulte como con-
secuencia de una violación [...] y que fuere evaluable económicamente”; y comprende 
tanto el lucro cesante como el daño emergente. Se concede en casos de daño físico o 
mental; de pérdida de oportunidades –incluyendo las relativas a la educación–; de daños 
materiales y pérdidas de ingresos –incluido el lucro cesante–; así como para los gastos de 
asistencia jurídica o de otros expertos, de medicinas o de servicios médicos. 

e) Las medidas de satisfacción y las garantías de no repetición plantean el deber del Estado 
de “adoptar medidas adecuadas para que las víctimas no puedan volver a ser objeto de 
violaciones que vulneren su dignidad” . 

Dimensiones

•	 El derecho a la reparación comprende: medidas individuales de reparación; medidas colectivas 
encaminadas a restaurar e indemnizar los derechos de las colectividades o comunidades 
afectadas por los múltiples derechos vulnerados con el desplazamiento forzado, como un 
delito en el marco de las legislaciones nacionales, y en el ámbito internacional como un 
crimen de lesa humanidad y como un crimen de guerra. 

DERECHO A LA REPARACIÓN

Caracterización
•	 Son un conjunto de medidas orientadas a evitar la violación de los derechos de las víctimas, 

a prevenir la repetición de estas violaciones y a asegurar el respeto por el Estado de derecho 
y la protección de los Derechos Humanos 

Dimensiones
•	 El propósito de este conjunto de garantías es asegurar a las víctimas en particular, 

y a la sociedad en general, que no serán afectadas con la comisión de nuevos 
crímenes. 

El alcance de la obligación de los Estados de investigar, juzgar y sancionar a los responsables y reparar 
integralmente a las víctimas, se concreta en la adopción de medidas legislativas e institucionales que 
les permitan garantizar que su derecho interno proporcione, como mínimo, el mismo grado de protec-
ción a las víctimas que imponen sus obligaciones internacionales5.

5	 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas 
de las normas internacionales de Derechos Humanos  y violaciones graves del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones

 4 

4	 Las garantías de no repetición serán analizadas como un componente del derecho a la reparación 
integral junto con los derechos a la verdad, justicia y reparación, teniendo en cuenta el desarrollo 
normativo jurisprudencial alcanzado en materia de estándares internacionales
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Por eso que llaman “unidad de 

materia”, los dos proyectos, el de 

tierras y el de víctimas, se unieron en 

uno solo, que luego sería la Ley 1448 

de 2011, más conocida como Ley de 

Víctimas y Restitución de Tierras.

Estas obligaciones tienen como fundamento el cumplimiento de los 
deberes del Estado de garantizar los derechos de las víctimas de des-
plazamiento forzado y de despojo de tierras y territorios, y la respon-
sabilidad del Estado como causante del desplazamiento, ya sea por 
acción o por omisión6 .

El derecho de las víctimas de desplazamiento forzado y de 
despojo a la reparación integral en la Ley 1448 de 2011 (Gene-
ralidades)

El proyecto de ley 085 de 2010, por el cual se establecen normas 
transicionales para la restitución de tierras, se acumuló al proyecto 
de Ley No. 107 de 2010, por la cual se dictan medidas de atención y repa-
ración integral a las víctimas de violaciones a los Derechos Humanos  e 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario. Lo anterior tenien-
do en cuenta la unidad de materia respecto a los temas abordados 
en una y otra iniciativa: la reparación a las víctimas. 

Las disposiciones que integraban el proyecto de ley de restitución 
de tierras pasaron a formar parte del capítulo 3 del proyecto de re-
paración integral a las víctimas. A mediados del mes de noviembre 
de 2010 inició, en la Cámara de Representantes, el debate sobre el 
denominado proyecto unificado de reparación a las víctimas, y el 10 
de junio del 2011 fue finalmente aprobada la Ley 1448 del 2011.

¿De qué trata esta ley?

La Ley 1448 de 2011 aborda, además de la reparación a las víctimas de 
violaciones manifiestas a las normas internacionales de Derechos Hu-
manos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, los temas 
de asistencia humanitaria, atención a las víctimas y protección. 

6	 Manual sobre la restitución de viviendas y patrimonio 
de refugiados y personas desplazadas. Aplicación de 
los “Principios Pinheiro”, ACNUR, Marzo 2007.
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Una de las críticas formuladas por parte de voceros de algunas organizaciones de víctimas respecto a 
este proyecto es el riesgo de contrariar lo anotado por la Corte Constitucional en cuanto a no confundir 
la ayuda humanitaria y las medidas de estabilización socioeconómica con la reparación a las víctimas7. 

¿Durante qué periodo de tiempo se aplicará esta ley?

La ley 1448 entró en vigencia el 10 de junio de 2011, y su aplicación durará 10 años más, es decir, hasta 
el 10 de junio de 2021

Las disposiciones de esta Ley serán aplicables a todos los hechos que constituyan violaciones a los 
Derechos Humanos de las víctimas del conflicto armado (con excepción del desplazamiento forzado), 
sucedidos a partir de 1 de enero de 1985.

Respecto a la delimitación temporal de los hechos de despojo o abandono forzado a ser considerados 
por las autoridades judiciales o administrativas aludidas en la ley, se establece un periodo entre el 1º 
de enero de 1990 y el término de vigencia de la ley, que es de diez años (artículo 75).

¿Qué principios guían esta ley?

Respecto a los principios y a los estándares internacionales en materia de los derechos de las víctimas, 
la Ley manifiesta acogerlos y reconocer la obligatoriedad de adoptar estas disposiciones en el orden 
interno, a través del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas, conformado por las 
entidades que tienen a cargo la información, la asesoría y el reconocimiento de los derechos de las 
víctimas.

Estos principios son: dignidad, igualdad, debido proceso, enfoque diferencial, participación, progresivi-
dad, gradualidad, complementariedad, entre otros

¿Quiénes son consideradas víctimas según esta Ley?

Sobre la condición de víctima la Ley precisa que ésta se adquiere con independencia de quién sea el 
victimario y sin necesidad de que éste sea individualizado o individualizable, añadiendo además que 
los miembros de la Fuerza Pública podrán acceder a los beneficios de la Ley siempre que éstos no sean 

7	 Entrevistas realizadas a 5 voceros y representantes de víctimas en las 
ciudades de Bogotá y Medellín. Noviembre del 2010.
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Pero  como así, abuelo 

Teodoro.   Por qué?

?

otorgados por los regímenes especiales que hoy en día los cobijan. 
En cuanto a la definición de víctima se acoge la siguiente (Art. 3):

Se consideran víctimas aquellas personas que individual o colectiva-
mente hayan sufrido menoscabo en sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o 
de violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de 
Derechos Humanos, cuando éstas hayan tenido lugar en desarrollo y 
con ocasión del conflicto armado o actos terroristas.

En cuanto al papel del Estado frente a la reparación, la Ley 1448 de 
2011 puntualizó que las medidas de atención, asistencia y reparación 
en él contenidas no implicaban ni podrán presumirse o interpretarse 
como reconocimiento de la responsabilidad del Estado derivada del 
daño antijurídico imputable a éste en los términos del artículo 90 de 
la la Constitución Política, como tampoco ningún otro tipo de respon-
sabilidad para el Estado o sus agentes (Art. 9).  

Desde la perspectiva de los voceros de organizaciones de población 
campesina desplazada, esta disposición excluye de plano la posibili-
dad de establecer la responsabilidad del Estado en el desplazamien-
to forzado y el despojo de tierras, por acción u omisión, restringien-
do la posibilidad de investigar y juzgar la responsabilidad tanto del 
Estado como de sus agentes por estos hechos8.

¿Qué derechos reconoce a las víctimas del desplazamiento forzado?

La ley 1148 de 2011 diferenció entre las posibles vías de reparación a 
las que puede acceder la víctima, precisando que la reparación por 
vía judicial comprende un procedimiento especial mediante el cual 
se busca establecer unos topes a la indemnización subsidiaria, la 

8	 Entrevistas realizadas a 5 voceros y representantes de víctimas 
en las ciudades de Bogotá y Medellín. Noviembre del 2010.
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Según los voceros del Gobierno, 

durante el proceso de aprobación 

de la Ley 1448 de 2011, debía probarse la 

responsabilidad del Estado en cada caso.

cual es reconocida por el Estado ante la insolvencia o falta de bienes 
del victimario. 

Lo anterior en la medida en que en estos casos el Estado no ha com-
prometido su responsabilidad. La otra vía de reparación es la admi-
nistrativa, en sede de ésta las víctimas pueden aspirar a una repara-
ción sin que se haya desarrollado un proceso judicial y una sentencia 
condenatoria (Art. 20).  

Se estableció además la prohibición de doble reparación, aclarando 
que aunque el acceso de la víctima a la reparación por vía adminis-
trativa no le impide acudir a la vía judicial, la reparación recibida por 
vía administrativa se descontará a la que se defina por vía judicial. 

Sobre este aspecto es necesario tener en cuenta lo anotado por 
la Corte Constitucional en la Sentencia T-025 en la que se llama la 
atención sobre la importancia de no confundir medidas asistencia-
listas a las víctimas del desplazamiento forzado –en el marco de 
la ayuda humanitaria– con la reparación. Esta confusión, como se 
mencionó anteriormente, ha sido advertida en aplicación del de-
creto de reparación individual por vía administrativa en virtud del 
cual se reconoce a título de indemnización a los grupos familiares 
desplazados un subsidio de vivienda, por ello no sería ajustado a la 
jurisprudencia de la Corte que declaró el estado de cosas inconsti-
tucional en materia de desplazamiento forzado, ni a los estándares 
internacionales descontar la reparación recibida por vía administra-
tiva a la reparación judicial, cuando la primera se ha confundido 
con una medida asistencialista.

La ley 1448 del 2011 incorpora un capítulo específico para la res-
titución de tierras, el cual se introduce mencionado que el Estado 
colombiano adoptará las medidas requeridas para la restitución de 
las tierras a los despojados y, de no ser posible la restitución, para 
determinar y reconocer la compensación correspondiente. En este 
capítulo se adoptan sendas definiciones de despojo y abandono de 
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¡Cuidado con eso!
Acuérdense que ya la Corte 

Constitucional había dicho que la 
reparación judicial y administrativa 

no eran excluyentes, sino 
complementarias.

tierras, contextualizando una y otra situación en el marco del conflic-
to armado (Art. 74):

Despojo: Acción por medio de la cual a una persona se le priva arbi-
trariamente de su propiedad, posesión, ocupación, tenencia ya sea de 
hecho, mediante negocio jurídico, actuación administrativa a través de 
delitos aprovechándose del conflicto armado.

Abandono forzado: La situación temporal o permanente a la que se ve 
abocada una persona forzada a desplazarse por la cual se ve impedida 
para ejercer la administración, explotación y contacto directo con los 
predios que debió desatender en su desplazamiento.

Como titulares del derecho a la restitución se identifica a las perso-
nas que fueran propietarias, poseedoras, tenedoras u ocupantes de 
tierras, y que hayan sido despojadas de éstas, o que se hayan visto 
obligadas a abandonarlas (Art. 75). 

En cuanto a las instituciones, la ley dispone la creación de una Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, 
especializada y adscrita al Ministerio de Agricultura, que tendrá den-
tro de sus funciones diseñar y administrar el Registro Único de Tierras 
Presuntamente Despojadas y Abandonadas Forzosamente, el acopio de 
pruebas sobre el despojo que serán presentadas ante los jueces com-
petentes, y el pago de las sumas ordenadas en las sentencias a los ter-
ceros de buena fe, así como el reconocimiento de las compensaciones 
a las víctimas del despojo, cuando no sea viable la restitución. 

Frente a los grupos étnicos la ley 1448 de 2011 no incorporó dispo-
siciones específicas, puesto que estas serían formuladas en una ini-
ciativa que posteriormente se conocería como decreto 4633 de 2011 
(Art. 13).
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El derecho al territorio de los pueblos indígenas y la reparación integral en el decreto 4633 
de 2011

En el año 2005, mediante la Sentencia T-025 de 2004, la Corte Constitucional declaró la existencia de un 
estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento forzado, debido a la violación grave, siste-
mática y continua de los derechos de la población desplazada.  Posteriormente, a través del Auto 004 de 
2009, la Corte hizo un análisis detallado de la situación de los pueblos indígenas de Colombia ante el des-
plazamiento forzado, señalado cómo estos padecían una afectación desproporcionada de sus derechos, 
en el contexto del conflicto armado, ante el despojo y el desplazamiento forzado de tierras y territorios. 

Según lo manifestado por la Corte Constitucional en el Auto 004 de 2009, en Colombia fueron identifica-
dos 35 pueblos indígenas en riesgo de extinción . Ante esta problemática, la Corte identificó la necesidad de 
crear unos planes de Salvaguarda y Garantía, en los que se incluyeran un conjunto de medidas orienta-
das a la prevención y a la protección de estos pueblos ante el desplazamiento forzado, siendo el diseño 
y adopción de estos planes una de las condiciones requeridas para la superación del estado de cosas 
inconstitucional, teniendo en cuenta los siguientes puntos:

Aspectos que deben incorporarse en los planes de Salvaguarda y Garantías, ordenados por la Corte Constitucional:
1.	 Uso del mecanismo de consulta previa para cada una de las etnias.
2.	 Prevención y atención efectiva y diferencial del desplazamiento forzado. 
3.	 Reconocimiento de los Derechos a Verdad, Justicia, Reparación, y garantías de no repetición.
4.	 Adopción de mecanismos para  la protección a líderes por sus crecientes riesgos ya identificados.
5.	 Fortalecimiento de la integridad cultural y social.
6.	 Articulación del componente de protección de territorios tradicionales en proceso de titulación y titulados frente 

a la dinámica del despojo que ha venido azotando el país.
7.	 Garantía del derecho al retorno en condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad; en caso de no poderse 

retornar se deben atender casos de personas y comunidades que no pueden volver.

Corte Constitucional. Auto 004 de 2009

Como un elemento fundamental para la superación del estado de cosas inconstitucional en materia de 
desplazamiento forzado, la Corte identificó la necesidad de establecer un marco normativo que garan-
tizara los derechos de las víctimas del conflicto armado a la verdad, la justicia y la reparación integral, 
y respecto a los pueblos indígenas, precisó que este marco legal debía incorporar un enfoque diferen-
cial que tuviera en cuenta la afectación desproporcionada a los pueblos indígenas, en su condición de 
víctimas. 
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Pero, cómo así?, no se suponía 

que para poner a marchar una 

iniciativa como esa; es decir, al 

presentar el proyecto de decreto que 

reglamentara el asunto de la reparación 

para los pueblos indígenas, debía 

garantizarse la consulta previa?

La Ley 1448 de 2001 había dejado apenas enunciada la obligación 
por parte del Estado Colombiano de expedir un conjunto de normas 
que reconocieran y establecieran mecanismos para la reparación in-
tegral a las víctimas de los grupos étnicos, entre las que se cuentan 
los pueblos indígenas. De acuerdo a los compromisos internaciona-
les asumidos, y a lo establecido en la legislación nacional, estas nor-
mas aplicables a los pueblos indígenas y a sus miembros víctimas 
del conflicto armado, debían ser consultadas previamente con estos. 

El Decreto 4633 de 2011 fue propuesto por el Gobierno Nacional 
como un marco normativo especial y diferenciado, cuyo propósito 
sería adoptar una política pública de atención, protección, repara-
ción integral y restitución de derechos territoriales de las víctimas 
individuales y colectivas de los pueblos y comunidades indígenas. 

Es importante precisar que esta iniciativa no provino de las organi-
zaciones indígenas de Colombia, pero tal y como quedó plasmado en 
la parte introductoria del decreto 4633 de 2011, se inició el proceso 
de discusión sobre esta propuesta, teniendo en cuenta el interés de 
los pueblos indígenas en la expedición de una normatividad que era 
necesaria para todas las víctimas de la nación.

La Mesa Permanente de Concertación con los Pueblos y Organizaciones 
Indígenas identificó una ruta metodológica excepcional y única para la 
consulta previa del desarrollo del artículo 205 de la ley 1448 de 2011, 
que consistió en la realización de 25 encuentros departamentales, 4 
encuentros macroregionales y un proceso autónomo, que contó con la 
participación de autoridades, organizaciones y víctimas de los pueblos 
indígenas.

(Decreto 4633 de 2011. Parte considerativa)

Luego de haberse llevado está ruta metodológica, fue aprobado el 
decreto por medio del cual se establecieron medidas de asistencia, 
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Pues Rafael, sobre ese tema 

se armó todo un debate. Algunas 

organizaciones indígenas señalaron 

que no habían sido consultadas desde 

el principio, pero finalmente la 

Mesa Nacional de Concertación 

formuló una alternativa.

atención, reparación integral y restitución. A continuación se presen-
tarán los principales aspectos a los que hace referencia este conjun-
to de normas. 

 ¿A quién se aplican las disposiciones del decreto 4633 de 2011?

A las víctimas, que en el marco de este decreto, son: los pueblos y las 
comunidades indígenas como sujetos colectivos, y los miembros de 
los pueblos  y comunidades indígenas individualmente considerados 
que hayan sufrido daños como consecuencia de violaciones graves y 
manifiestas de sus derechos (Art. 3).

¿El Decreto 4633, puede aplicarse a hechos que constituyan violaciones a los 
derechos de los pueblos o comunidades indígenas, o a sus miembros, ocurridos 
en cualquier tiempo?

No. El decreto precisa que sus disposiciones sólo serán aplicables 
a hechos sucedidos entre el 1º de enero de 1985 y el 10 de junio de 
2021 (Art. 3).

¿Cuáles son los derechos de los pueblos indígenas que reconoce este decreto?

En primer lugar está el derecho a la reparación integral, que para los 
pueblos indígenas, desde la perspectiva individual y colectiva, hace 
referencia al restablecimiento del equilibrio y la armonía de estos 
pueblos, cuyos derechos han sido vulnerados históricamente tanto 
en la dimensión material como en la inmaterial; esta última com-
prende los principios, valores y creencias (Art. 5).

Se reconoce además la garantía de pervivencia física y cultural. Esta 
se manifiesta a través de todas aquellas acciones orientadas a elimi-
nar las situaciones y condiciones de vulnerabilidad y riesgos, entre 
los cuales se encuentra el desplazamiento forzado y el despojo de 
territorios.
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Un momento abuelo, ahora no tengo 

una pregunta sino dos. 1. Qué es la 

Mesa Nacional de Concertación?, y 2. 

Cuál fue la alternativa que propuso?

¿Qué medidas de protección especial reconoce respecto al derecho al territo-
rio de los pueblos indígenas?

En primer lugar, el Decreto 4633 reconoce el derecho fundamental al 
territorio de los pueblos indígenas (Artículo 9).

El decreto señala además que el Estado garantizará la protección de 
aquellos territorios en los que hayan habitado histórica o ancestral-
mente los pueblos indígenas, prestando especial atención a aquellos 
pueblos que fueron identificados por la Corte Constitucional en el 
Auto 004 de 2009.

A continuación se enuncian las medidas de protección relacionadas 
con el derecho al territorio, que se encuentran reconocidas en el De-
creto 4663 de 2011.

MEDIDAS DE PROTECCIÓN ESPIRITUAL DEL TERRITORIO

A partir de la entrada en vigencia  del Decreto 4663 de 2011 (es 
decir, a partir del  9 de diciembre de 2011),  los sitios sagrados y 
lugares considerados por los pueblos indígenas como sagrados 
o indispensables para el ejercicio de la espiritualidad individual 
y colectiva, se entenderán como bienes culturales o lugares de 
culto. (Decreto 4633 de 2011, Art. 62)

Nota: Dentro del Derecho Internacional Humanitario, los bienes 
o lugares de culto, por la importancia que el significado especial 
que tienen para los pueblos, están excluidos de cualquier acto 
de hostilidad que se presente, dentro de un conflicto armado.
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Vamos 
por partes.

La Mesa Nacional de 
Concertación es un espacio 
de discusión política en el 

cual se reúnen organizaciones y 
delegados indígenas. Fue creado por 

el Decreto 1397 de 1996, como máximo 
escenario de concertación nacional 

de los pueblos y organizaciones 
indígenas con instituciones del 

Estado. Para la ONIC, es un espacio 
en el cual se concertan decisiones 

administrativas y legislativas 
y para evaluar la ejecución 

de la política indígena 
de Estado

MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LOS DERECHOS TERRITORIALES DE 
LOS PUEBLOS INDÍGENAS

- EI INCODER agilizará los procedimientos administrativos de constitu-
ción, ampliación y saneamiento de resguardos, priorizando aquéllos 
en los cuales se identifique que la solicitud se llevó a cabo como con-
secuencia de los daños y afectaciones asociados con violaciones a los 
Derechos Humanos  de las víctimas de los pueblos indígenas, y de sus 
miembros.

- El INCODER adelantará medidas concretas para garantizar que los 
pueblos y comunidades indígenas conozcan de manera permanente el 
estado de su solicitud de constitución, ampliación o saneamiento.

-El Ministerio del Interior adelantará de manera eficiente los trámites co-
rrespondientes elevados por las autoridades indígenas para su registro.

(Decreto 4633 de 2011. Art. 57)

MEDIDAS DE PROTECCIÓN AL TERRITORIO INDÍGENA

- La Fuerza Pública, en el marco de las operaciones en DIH, deberá ob-
servar en todo momento los principios de protección, distinción, pre-
caución, necesidad militar y proporcionalidad.

-La Fuerza Pública deberá adoptar todas las precauciones en el ataque 
y en la defensa a fin de minimizar poner en riesgo a los pueblos y comu-
nidades indígenas y a sus territorios.

-Se deberá fortalecer la capacitación a los funcionarios públicos sobre 
las normas nacionales e internacionales relacionadas con los derechos 
territoriales de los pueblos indígenas.-Los pueblos indígenas gozarán 
de protección especial contra los riesgos derivados de operaciones mi-
litares, así como medidas diferenciales de prevención de violaciones de 
Derechos Humanos  individuales y colectivos.

(Decreto 4633 de 2011, Art. 60)
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Esta Mesa propuso 

como alternativa única y 

excepcional, que se empezara a 

debatir sobre la propuesta de decreto 

que traía el Gobierno, permitiendo así 

la continuación del trámite legislativo 

de dicho proyecto, pero garantizando 

simultáneamente la efectiva, pronta 

y consultada expedición de una 

normatividad diferenciada para 

pueblos indígenas.

¿Qué derechos reconoce frente a las víctimas del desplazamiento forzado?

El decreto 4633 de 2011 reconoce como víctimas del desplazamiento 
forzado a toda comunidad indígena que se ha visto forzada a migrar 
dentro del territorio nacional, abandonando su territorio de origen 
o desplazándose al interior del mismo, porque su vida, su integridad 
física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se 
encuentran directamente amenazadas (Art. 91).
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Al igual que la Constitución Política 

de 1991, afirma que éste es un derecho 

que no se puede ceder, vender, al cual 

no se puede renunciar, y que no se 

pierde con el paso del tiempo

EL DECRETO 4633 DE 2001 RECONOCE LAS SIGUIENTES MEDIDAS DE ASISTENCIA, 
ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL PARA LOS PUEBLOS INDÍGENAS VÍCTIMAS 
DE DESPLAZAMIENTO FORZADO, EN CASO DE DESPLAZAMIENTO DE CARÁCTER 

INDIVIDUAL O COLECTIVO.

Atención 
humanitaria

•	 Los entes territoriales, la Unidad Administrativa Especial de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar, en el marco de las competen-
cias asignadas por ley, deben garantizar la entrega de ayuda hu-
manitaria a las víctimas indígenas de desplazamiento forzado, 
a través de la implementación de parámetros de atención de 
acuerdo con las condiciones de vulnerabilidad, producto de la 
afectación del hecho victimizante, las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar del mismo, y que sea flexible y adecuada a las ca-
racterísticas culturales y a las necesidades propias de los pue-
blos y comunidades indígenas (artículo 92).

Atención 
humanitaria 
inmediata

•	 Es la atención que se presta cuando las personas indígenas ma-
nifiestan haber sido desplazadas y se encuentran en situación 
de vulnerabilidad acentuada. La entidad territorial receptora de 
la persona o de la familia indígena víctima de desplazamiento 
debe garantizar los componentes de alimentación, artículos de 
aseo, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina y aloja-
miento transitorio adecuados a las características culturales 
propias de los pueblos indígenas (artículo 93).

Atención 
humanitaria de 
emergencia

•	 Es la ayuda humanitaria a la que tienen derecho las personas u 
hogares indígenas en situación de desplazamiento una vez se 
haya expedido el acto administrativo que las incluye en el regis-
tro único de víctimas. La ayuda humanitaria de emergencia se 
entregará de acuerdo con el grado de vulnerabilidad, necesidad 
y urgencia respecto de la subsistencia mínima de las víctimas 
(artículo 94).

Atención 
humanitaria de 
transición

•	 Es la ayuda humanitaria que se entrega a las víctimas indígenas 
en situación de desplazamiento incluidas en el registro único 
de víctimas que aún no cuentan con los elementos necesarios 
para su subsistencia mínima, pero cuya situación, a la luz de la 
valoración hecha por la unidad administrativa especial para la 
atención y reparación integral a las víctimas, no presenta las 
características de gravedad y urgencia que los haría destina-
tarios de la atención humanitaria de emergencia (artículo 95).
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Las MEDIDAS DE PROTECCIÓN 

A LOS DERECHOS TERRITORIALES 

DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS, hacen 

referencia a los trámites para la 

constitución, saneamiento y ampliación 

de resguardos. Es decir al procedimiento 

para el reconocimiento formal de los 

derechos de los pueblos indígenas 

sobre estos territorios.

Atención 
humanitaria 
de emergencia 
especial para 
desplazamientos 
colectivos 
o masivos 
indígenas

•	 A partir de la inclusión en el registro único de víctimas, las vícti-
mas de desplazamiento incluidas en el censo de desplazamien-
tos que afecten a pueblos o comunidades indígenas recibirán 
ayuda humanitaria de emergencia. La unidad administrativa 
especial de atención y reparación integral a las víctimas tras-
ladará al lugar receptor a un equipo especializado en atender 
emergencias con el objetivo de entregar la ayuda humanitaria 
y hacer seguimiento a la situación humanitaria, garantizando 
siempre el enfoque diferencial en la atención (artículo 97).

Retornos y 
reubicaciones 
colectivas

•	 Los planes de retorno y reubicación para pueblos y comuni-
dades indígenas que se encuentren en situación de desplaza-
miento forzado en eventos masivos, deberán ser diseñados 
de manera concertada con las comunidades directamente 
afectadas. En dichos planes, el Estado garantizará el ejercicio y 
goce efectivo de los derechos (artículo 99). 

Retornos y 
reubicaciones 
individuales

•	 Cuando se trata de desplazamientos individuales o de familias 
integrantes de un pueblo o comunidad indígena, el retorno de 
las mismas será coordinado con sus autoridades, con el fin de 
garantizar la implementación de las medidas de atención y asis-
tencia necesarias, tanto a los integrantes de la comunidad re-
ceptora como dichos individuos o familias. Cuando el retorno 
no sea posible por condiciones de seguridad, voluntariedad y 
dignidad, se procederá a la reubicación, la cual se hará de mane-
ra concertada con las autoridades indígenas (artículo 101).

Reparación

•	 Indemnizaciones individuales. Los montos serán establecidos 
por la unidad nacional de víctimas (artículo 110).

•	 Indemnizaciones colectivas. Se reconocerán en el marco de los 
planes integrales de reparación para los pueblos indígenas  (ar-
tículo 114)

Rehabilitación

•	 El Estado establecerá mecanismos permanentes para cada 
caso concreto de rehabilitación física, psicológica, social y de 
acompañamiento jurídico, con el fin de restablecer la autono-
mía individual y colectiva de las víctimas pertenecientes a los 
pueblos indígenas afectados, para desempeñarse en el entor-
no familiar, cultural, productivo y social y ejercer sus derechos 
constitucionales (artículo 115)  .9

9	 El Plan Integral de Reparaciones Colectivas para Pueblos y Comunidades 
Indígenas es el instrumento técnico a cargo de la Unidad Administrativa 
Especial de Atención y Reparación a Víctimas, por medio del cual 
se consultan con las autoridades y organizaciones indígenas 
respectivas, las medidas de reparación colectiva construidas 
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Pero también hay otro tipo 

de medidas, son LAS MEDIDAS 

DE PROTECCIÓN AL TERRITORIO 

INDIGENA. Estas buscan proteger el 

carácter sagrado y ancestral de estos 

territorios, pero también preservar la 

vida y la existencia de los pueblos 

indígenas. Veamos cuáles son.

Acompañamien-
to jurídico

•	 La defensoría del pueblo creará un programa para acompañar y 
asesorar a víctimas, colectivas e individuales, pertenecientes a 
los pueblos indígenas (artículo 119).

Satisfacción

•	 El Estado garantizará medidas de satisfacción para los pueblos 
indígenas, tendientes a restablecer las condiciones culturales, 
sociales, económicas y territoriales además de mecanismos 
para difundir la verdad sobre los hechos acaecidos (artículo 120)

Participación en 
la justicia

•	 El Estado colombiano deberá garantizar la amplia participación 
en el proceso judicial a todas las partes perjudicadas, a los pue-
blos, a las autoridades indígenas y a toda persona que tenga 
un interés legítimo en el proceso. En el marco de los procesos 
judiciales, el estado garantizará el derecho y acceso a la infor-
mación por parte de las víctimas pertenecientes a los pueblos 
indígenas, sus autoridades y representantes, con el objeto de 
hacer posible la materialización de sus derechos, en especial a 
la verdad (artículo 124).

Medidas de 
contribución a la 
verdad y a la me-
moria histórica

•	 Las medidas no judiciales de contribución a la verdad y la me-
moria histórica se definirán por los pueblos y comunidades in-
dígenas a través de los planes de reparación colectiva (artículo 
125).

Repetición

•	 Las garantías de no repetición han de incluir medidas internas 
de fortalecimiento propio y medidas externas encaminadas a 
evitar que las violaciones de que trata el presente decreto se 
vuelvan a producir (artículo 126).

Fuente. Elaboración propia, con base en los títulos IV y V del Decreto 4633 de 2011

	 por los pueblos y comunidades que hayan sufrido daños como 
consecuencia de las violaciones e infracciones contempladas en el 
artículo 3 del’ presente Decreto, que respondan a sus necesidades 
concretas. Este plan tendrá en cuenta la ley de origen, la ley natural, 
Derecho Mayor, Derecho Propio y cosmovisión de cada pueblo y 
comunidad indígena que será reparado y deberá ser consultado 
previamente de acuerdo con las metodologías que se definan con 
las autoridades y organizaciones de los pueblos y comunidades 
indígenas respectivas (artículo 133 del decreto 4633 de 2011).
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Se considera desplazamiento individual 

el de una persona o una familia indígena, 

según el decreto 4633 de 2011.

Algunos instrumentos internacionales reconocen que los pueblos in-
dígenas víctimas de desplazamiento forzado y de despojo de tierras 
y territorios tienen derecho a la reparación integral.

Los pueblos indígenas no serán desplazados por la fuerza de sus tierras o te-
rritorios, y que no se procederá a ningún traslado sin el consentimiento libre, 
previo e informado de los pueblos indígenas interesados, ni sin un acuerdo 
previo sobre una indemnización justa y equitativa y, siempre que sea posi-
ble, la opción del regreso.

(Naciones Unidas, 2007. Artículo 10).

El Convenio 169 de la OIT señala que los pueblos indígenas no de-
berán ser trasladados de las tierras que ocupan, y que cuando ex-
cepcionalmente haya lugar al traslado o a la reubicación de estos 
pueblos, deberá ser con su consentimiento previo, acudiendo para 
ello a los procedimientos establecidos en la legislación nacional. Ade-
más, el Convenio reconoce el retorno a territorio ancestral como un 
derecho cuando hayan desaparecido las causas que motivaron el 
traslado de los pueblos indígenas o su reubicación. En caso de no 
ser posible el retorno, o cuando el pueblo indígena no quiera optar 
por éste, deberán entregársele tierras cuya calidad y relación jurídica 
sean por lo menos iguales a las de las tierras que ocupaban anterior-
mente (artículo 16.1 a 16.4).

En cuanto a la indemnización como una medida de reparación ante 
el desplazamiento forzado de los pueblos indígenas, ésta se recono-
ce en dos situaciones: 1. Cuando los pueblos indígenas prefieran esta 
medida y no el retorno o la reubicación, y 2. Cuando las personas 
trasladadas y reubicadas por cualquier pérdida o daño hayan sufrido 
como consecuencia de su desplazamiento (artículo 16.5).

Respecto al derecho a la reparación de las tierras y territorios, des-
taca la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas que los Estados tienen la obligación de establecer 
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Se entiende por desplazamiento 

colectivo indígena el desplazamiento 

de la totalidad de una comunidad 

o pueblo indígena o, en su defecto, 

cuando diez (10) hogares o (50) personas 

pertenecientes a un pueblo o comunidad 

indígena se hayan desplazado.

mecanismos eficaces para la prevención y el resarcimiento de todo 
acto que tenga por objeto o consecuencia desposeer a los pueblos 
indígenas de sus tierras, territorios o recursos (artículo 8b), afirman-
do además que cuando estos pueblos hayan sido desposeídos de 
sus medios de subsistencia y desarrollo tienen derecho a una repa-
ración justa y equitativa.(artículo 20.2).

Respecto a la restitución y a la indemnización como componentes 
del derecho a la reparación, señala este mismo instrumento que los 
pueblos indígenas tienen derecho a la reparación por medios que 
pueden incluir la restitución o, cuando ello no sea posible, una in-
demnización justa y equitativa por las tierras, los territorios y los 
recursos que tradicionalmente hayan poseído, ocupado o utilizado 
y que hayan sido confiscados, tomados, ocupados, utilizados o da-
ñados sin su consentimiento libre, previo e informado (artículo 26), 
precisando que –salvo que los pueblos interesados hayan convenido 
libremente en otra cosa– la indemnización consistirá en tierras, te-
rritorios y recursos de igual calidad, extensión y condición jurídica o 
en una indemnización monetaria u otra reparación adecuada, esto 
último de conformidad con los estándares internacionales en la ma-
teria.

Ante el desplazamiento forzado de los pueblos indígenas y el despo-
jo de sus tierras y territorios, la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, menciona cómo estas 
violaciones impiden a su vez garantizar a estos pueblos sus medios 
de subsistencia y desarrollo. 
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Además de lo que dice el decreto 

4633 de 2011, sobre el derecho a la 

reparación integral del territorio de los 

pueblos indígenas ante el desplazamiento 

forzado y el despojo de tierras, es 

importante tener en cuenta lo que aportan 

al respecto el Convenio 169 de la OIT y 

la Declaración de la ONU sobre los 

derechos de los pueblos indígenas.

En suma, a nivel internacional la reparación integral de las tierras y 
territorios es reconocido  como un derecho de los pueblos indíge-
nas que incluye mecanismos como la restitución o la indemnización, 
vinculando la restitución con las garantías para la permanencia en el 
territorio en primer lugar, y en segundo lugar como una obligación 
del Estado consistente en prevenir el desplazamiento forzado y el 
despojo, en establecer mecanismos eficaces para resarcir, en repa-
rar los daños causados y en restablecer los derechos vulnerados con 
el desplazamiento forzado y el despojo.

ALGUNOS DATOS SOBRE EL DESPLAZAMIENTO FORZADO DE PUE-
BLOS INDIGENAS EN COLOMBIA

- Los indígenas en Colombia representan el 2,74% del total de la población 
colombiana y el 3,4% de los casi 3.900.000 desplazados  internos.

-Desde 1997 hasta 2011 se han desplazado un total de 106.562 y sólo en el 
2011 se desplazaron 4.080 indígenas en Colombia.

-Según la ONIC (Organización Nacional Indígena de Colombia) existen 102 
pueblos indígenas en riesgo de desaparecer. 32 pueblos generan especial 
preocupación pues cuentan con menos de 500 personas.

-La Corte Constitucional colombiana en los Autos 004 de 2009 y 382 de 2010 
declaró que existen 35 pueblos indígenas en riesgo de extinción física y cul-
tural.

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados,  ACNUR. 
(2012) 
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TALLER
LA REPARACIÓN INTEGRAL TAMBIÉN ES UN 

DERECHO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS ANTE 
EL DESPLAZAMIENTO FORZADO Y EL DESPOJO 

O ABANDONO FORZADO DE TERRITORIOS

3
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•• En éste taller vamos a hablar sobre el derecho a la reparación integral: de qué se trata, cuáles 
son sus componentes, qué es la reparación individual y colectiva,  qué es la reparación material 
y simbólica.

•• Vamos a ver también cómo se relaciona la reparación integral con nuestro derecho al territorio.
•• Además vamos a identificar qué mecanismos existen para la protección y la garantía de este 

derecho, en la legislación nacional e internacional.

¿De qué trata este taller?

¿Cuáles son los propósitos de este taller?

•• 	Uno de los propósitos de este taller es identificar la importancia del derecho a la reparación 
integral y ver cómo se relaciona con el derecho al territorio.

•• 	Otro propósito es repasar el trabajo que hemos hecho en el taller anterior, sobre la identifica-
ción de los daños colectivos que como comunidad hemos sufrido en relación con el derecho al 
territorio, y analizar qué medidas de reparación podrían aplicarse.

ACTIVIDAD

Sobre este tema hemos escuchado hablar mucho, por ejemplo hemos escuchado que la reparación 
integral es un derecho de las víctimas, que en el 2011 salió una ley sobre la reparación a las víctimas 
y la restitución de tierras, que hay un conjunto de normas que se aplican específicamente para la 
reparación de los pueblos indígenas. 

Con lo que sabemos o nos han dicho frente a este tema vamos a responder estar preguntas:

•		¿Qué es el derecho a la reparación integral?

•		¿Qué derechos se encuentran comprendidos en la reparación integral?

•		¿Cuáles son las dimensiones de la reparación integral?

•		¿Qué es la reparación individual, qué es la reparación colectiva? 

•		¿Cómo se relaciona la reparación colectiva con el derecho al territorio?

•		Cuáles son las obligaciones del Estado cuando se ha vulnerado el derecho al territorio.

tema 1 ¿QUÉ ES EL DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL?
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ACTIVIDAD
1

Ahora vamos a reunirnos en 3 ó 4 grupos y vamos a recordar algunos aspectos que trabajamos 
en el taller “NOSOTROS TAMBIEN TENEMOS DERECHO AL TERRITORIO”. La idea es recordar lo 
que trabajamos en el taller anterior, para que podamos relacionar el derecho al territorio, con el 
derecho a la reparación integral

Se propone que este recuento sobre el taller anterior lo centremos en los siguientes puntos: 

•		¿Por qué consideramos el territorio como un derecho colectivo de los pueblos 
indígenas?

•		¿Qué hechos hemos identificado que afecten, obstaculicen o  dificulten nuestro 
derecho al territorio?

•		 ¿Qué daños se causaron a la comunidad relacionados con el derecho al territorio?

•		¿Quién o quienes causaron esos daños?

Luego de hacer este recuento en el grupo, uno o dos delegados por grupo van a hacer una 
presentación frente a todos de lo que se recordó en el grupo, sobre las respuestas a las preguntas 
arriba mencionadas.

Luego, con el apoyo de un tallerista y la participación de todos (en plenaria) vamos a identificar la 
relación de los daños al territorio con las diferentes medidas de reparación, y con los derechos a 
la verdad y a la justicia que se socializaron al principio del taller. Si es necesario podemos solicitar 
al tallerista, o a un miembro de la comunidad que conozca del tema, que explique con más detalle 
cuáles son estas medidas (restitución, compensación, rehabilitación, medidas de satisfacción). 

Para organizar y recoger el trabajo

Daños causados a la comunidad relacionados con 
el derecho al territorio ¿Qué medidas de protección serían aplicables?

¿Qué 
necesitamos 
para el taller?

Para este taller debemos recordar traer las carteleras, fichas, entrevistas u otros documentos que 
habíamos realizado en el taller anterior.

Podemos además llevar un registro o memoria de la actividad que vamos a desarrollar, mediante 
una cartelera o unas notas 

participantes

La introducción al tema tendrá una duración aproximada de 1 hora
El trabajo de recuento que haremos en los grupos puede tener una duración aproximada de 40 
minutos.
El trabajo en plenaria sobre la relación de los daños al territorio con las diferentes medidas de 
reparación y con los derechos a la verdad y a la justicia, tendría una duración aproximada de 1 hora.
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ACTIVIDAD
2

En Colombia desde el año 2011 se expidieron varios conjuntos de normas (algunas se llaman leyes 
y otras decretos) sobre la reparación a las víctimas, algunas de estas se refieren específicamente a 
la reparación para los pueblos indígenas. 

Es importante tener en cuenta que estas normas existen, y conocer su contenido, pues así podemos 
saber si el Estado ha reconocido esos derechos, en qué medida se ha dado este reconocimiento, 
cuáles son los alcances y limitaciones de esas normas, con qué garantías contamos y cuál es la ruta 
o rutas para poder exigir nuestro derecho a la reparación integral como pueblos indígenas. 

Por eso, la primera parte de este taller va a consistir en una socialización de las generalidades de la 
Ley 1448 de 2011 y en una explicación ampliada sobre el decreto 4633 de 2011 sobre la reparación 
a los pueblos indígenas. 

Enunciamos aquí algunos temas que se socializarán en esta primera parte de la actividad: 

Sobre la Ley 1448 de 2011 (conocida como ley de víctimas y restitución de tierras)

•		¿De qué trata esta ley?

•		¿Quiénes son consideradas víctimas según esta Ley?

•		¿Qué principios guían esta ley?

•		¿Qué derechos de las víctimas reconoce?

•		¿Durante qué periodo de tiempo se aplicará esta ley?

Sobre el decreto 4633 de 2011 (por el cual se dictan medidas de atención especial para los pueblos 
indígenas)

•	 ¿Quiénes son considerados víctimas?

•	 ¿Qué principios específicos se consagran?
•	 ¿Qué derechos de los pueblos indígenas y de los miembros de los pueblos 

indígenas como víctimas reconoce?

•	 ¿Qué medidas de protección especial reconoce respecto al derecho al territorio? 

•	 ¿Qué derechos reconoce frente a las víctimas del desplazamiento  forzado?

Luego de esta explicación, vamos a recordar (mediante la lectura o  explicación de algunas personas 
de la comunidad, cómo aterrizamos en la actividad anterior (Actividad 1 del taller 3) la relación 
entre los daños causados al derecho al territorio con los derechos a la verdad, justicia y reparación

tema 2 FORMULANDO PROPUESTAS DE REPARACIÓN FRENTE A NUESTRO 
DERECHO AL TERRITORIO

91



ACTIVIDAD
2

Una vez realizada la explicación de los temas de éste taller y hecho el recuento de la actividad 
anterior, vamos a trabajar en plenaria los elementos que harían parte de nuestra propuesta de 
reparación.

Se puede tomar como guía los aspectos identificados en el cuadro que se presenta a continuación:

Daños Cau-
sados a la 

comunidad, 
relacionados 

con el derecho 
al territorio

Es reparable el 
daño

Si
No

Por qué

En caso de ser 
reparable, qué 
medidas de re-
paración serían 

aplicables

En qué consisti-
ría el derecho a 

la verdad

En qué consisti-
ría el derecho a 

la justicia

Qué requisitos 
o información 

previa debemos 
tener en cuenta

Ante que 
autoridad (es) o 
institución de-
bemos acudir

¿Qué 
necesitamos 
para el taller?

Para este taller debemos recordar traer las carteleras, fichas, entrevistas u otros documentos que 
habíamos realizado en el taller anterior

Necesitamos además carteleras o papel en blanco para llevar un registro del listado de los daños 
que vamos a trabajar entre todos

participantes Se acuerda con la comunidad, según las jornadas que sean necesarias para socializar el contenido de 
la Ley 1448 de 2011 y el decreto sobre reparación a los pueblos indígenas.
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